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EXPEDIENTE                     : 00649-2011-22-5001-JR-PE-01. 

IMPUTADO   : ALBERTO FUJIMORI FUJIMORI 

DELITO : HOMICIDIO CALIFICADO 

AGRAVIADO : JHON GILBER CALDERON RIOS Y OTROS 

JUEZ    : LITTMAN RAMIREZ DELGADO. 

SECRETARIA : VANESSA VEGA VEGA. 

AUTO QUE RESUELVE VARIACION DE MEDIDA COERCITIVA 

PERSONAL 

RESOLUCIÓN S/N 

Lima, treinta y uno de enero del dos mil veinticuatro. 

 

  AUTOS, VISTOS Y OIDOS: Estando al Requerimiento de 

Variación de Comparecencia Simple a Detención domiciliaria del imputado Alberto 

Fujimori Fujimori, requerido por el Ministerio Público y CONSIDERANDO: 

PRIMERO: REQUERIMIENTO DE VARIACION DE MEDIDA COERC ITIVA 

1.1. POSICIÓN DEL MINISTERIO PUBLICO 

El representante del Ministerio Público sustenta su pedido bajo los siguientes 

argumentos:  

1. Que, se atribuye al procesado Alberto Fujimori Fujimori, la calidad de autor mediato 

de la comisión del delito de Homicidio Calificado en la modalidad de Asesinato con 

alevosía, previsto y penado en el inciso 3 del artículo 108° del Código Penal y 

considerado como delito de Lesa humanidad, en agravio de Jhon Gilber Calderón 

Ríos, César Olimpio Rodríguez Esquivel, Toribio Joaquin Ortiz Aponte, Pedro 
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Damián Agüero Rivera, Nieves Ernesto Arias Velásquez y Felandro Castillo 

Manrique.  

2. Esta autoría mediata por dominio de la organización recaída contra el encausado 

Alberto Fujimori Fujimori, deviene al haber integrado el mando más alto de una 

estructura de poder y con mando directo sobre ésta; al haber asumido la Presidencia 

de la República y como Jefe Supremo de las Fuerzas Armadas y de la Policía 

Nacional le deben obediencia en su calidad de Jefe Supremo, potestad que dimana de 

la propia Constitución, aprobó la política antiterrorista del Estado, que luego fuera 

diseñada y ejecutada por el procesado Vladimiro Montesinos Torres, por orden de 

Alberto Fujimori Fujimori y donde la cadena de mando llegaba hasta los integrantes 

del Destacamento Colina, que venía a ser el instrumento responsable, a dar 

cumplimiento de la orden, máxime estando ante la relación vertical entre el sujeto de 

atrás y el ejecutor del delito, que advierte además de donde nace la subordinación 

jerárquica y que para el desarrollo de las actividades operacionales se utilizaron la 

infraestructura del Estado.  

3. El representante del Ministerio Público, considera que habiéndose ejecutado el 

indulto a favor del imputado, éste a la fecha se encuentra en libertad bajo la medida 

de comparecencia simple; por tanto, existe peligro procesal en su modalidad de 

peligro de fuga, en razón a que no tiene arraigos: como es el domiciliario, familiar, 

laboral, no es titular de bienes, tiene facilidades para abandonar el país, debe 

considerarse la gravedad de la pena con pronóstico superior a veintiún(21) años de 

pena privativa de la libertad, la magnitud del daño causado y la ausencia de la 

voluntad del imputado para repararlo. 

4. En ese sentido, solicita la variación de la comparecencia simple a detención 

domiciliaria, señalando para ello la configuración de los presupuestos del artículo 

268° del Código Procesal Penal. En consecuencia, solicita se declare fundado su 

requerimiento. 

1.2. POSICION DE LA DEFENSA TECNICA DEL IMPUTADO 
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1. La defensa técnica del imputado Alberto Fujimori Fujimori, señala que el artículo 

279° del Código Procesal Penal, precisa si durante la investigación resultaren 

indicios delictivos fundados de que el imputado en situación de comparecencia está 

incurso en los supuestos del artículo 268°, el juez podrá dictar un auto de prisión 

preventiva, tal y como lo ha dicho el señor fiscal para determinar en este caso si su 

judicatura restringe el derecho a la libertad tiene que ceñirse a los presupuestos 

procesales de la prisión preventiva. 

2. Señala que para ello, debe evidenciarse la existencia de fundados y graves elementos 

de convicción, para estimar razonablemente la comisión del delito que vincula al 

imputado como autor del mismo, o sea lo que le han propuesto a usted y lo han leído, 

no voy a leerlo definitivamente, la denuncia presentada por la señora Gladys Vilca, 

entre otros elementos, no voy a entrar en detalle porque ya lo leyó el señor fiscal, en 

qué extremo vincula al señor expresidente, graves y fundados elementos de 

convicción, esta denuncia que data del año 1992. 

3. Evidentemente cuando se comete un ilícito penal que necesita la intervención 

inmediata para evitar un peligro de fuga, debe ser concordado con el 279°, donde 

dice que este pedido se debe hacer durante la investigación, pues Marcial Rubio 

Correa señala sobre la interpretación de la norma de manera sistemática, 268°, 279°, 

pero el señor fiscal le propone a usted durante el juicio, eso es meramente 

improcedente, o sea ya es contravenir el 268°, durante los primeros recaudos y si 

tenemos dudas, el legislador nos dice durante la investigación, evidentemente es al 

comienzo, al inicio, no en juicio oral como de manera errónea lo ha sostenido en su 

petitorio el fiscal. 

4. Con respecto al peligro de fuga y el comportamiento del procesado, ésta defensa ha 

estado presente en diligencias en las cuales usted llevó a cabo las mismas, no solo 

por este caso sino por otros más y a pesar del estado de salud del señor presidente 

hemos estado en todas las diligencias desde el penal Barbadillo, usted conoce 
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respecto a todas las diligencias llevadas a cabo desde que se asumió la defensa en el 

año 2019 se ha llevado de manera prolija con la participación del señor presidente. 

5. Se ha presentado a su despacho medios probatorios referidos a la acreditación de los 

arraigos y que desvirtúan el peligro de fuga, recientemente he presentado un usb que 

contiene fotografías que acreditan el vínculo familiar, videos que también acreditan 

el arraigo como tal, que más tiene señor magistrado, obra con usted también para 

conocimiento del señor fiscal, copia del contrato que ya le he hecho referencia con la 

empresa fogata del 12 de marzo del 2021 certificado, para que no digan que lo estoy 

haciendo recién, acuse del documento emitido por el comandante de la PNP 

solicitando el incremento del personal de la PNP en el servicio de seguridad y 

protección semi integral en el domicilio de mi patrocinado, otras documentales que 

Ud. valorará que acreditan el arraigo domiciliario, familiar, laboral, entre otros. 

6. Por todo ello, solicitamos que se declare infundado el pedido del señor fiscal de la 

variación de la comparecencia simple que goza al día de hoy su patrocinado a 

detención domiciliaria, por no presentarse los, presupuestos que exige la ley. 

SEGUNDO: MARCO LEGAL, JURISPRUDENCIAL. 

2.1. PRISION PREVENTIVA 

2.1.1. Norma Procesal 

El artículo 268° del Código Procesal Penal señala que para dictarse prisión preventiva 

contra un imputado, es necesario el cumplimiento de ciertos presupuestos: a)  Que 

existan fundados y graves elementos de convicción para estimar razonablemente la 

comisión de un delito que vincule al imputado como autor o partícipe del mismo; b) la 

sanción a imponerse sea superior a cinco años de pena privativa de la libertad; c) El 

imputado, en razón a sus antecedentes y otras circunstancias del caso particular, permita 

colegir razonablemente que tratará de eludir la acción de la justicia(peligro de fuga) u 

obstaculizará la averiguación de la verdad(peligro de obstaculización). 
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2.1.2. Marco jurisprudencial 

2.1.2.1. Sentencia Plenaria Casatoria N°1-2017/CIJ-433, en su fundamento 23 precisa: 

“(…) referido a la prisión preventiva, para pronunciar dicha resolución coercitiva 

personal se requiere sospecha grave, o sea, los fundados y graves elementos de 

convicción para estimar razonablemente la comisión de un delito que vincule al 

imputado como autor o partícipe del mismo”(artículo 268 del CPP).  

2.1.2.2. Casación N°626-2013-Moquegua, señala en su fundamento jurídico 30: “(…) 

la prognosis de pena implica un análisis sobre la posible pena a imponer. Es claro que 

no solo tiene que ver con la pena legal fijada, sino con una valoración transversalmente 

con el principio de lesividad y proporcionalidad, previstos en los artículos IV y VIII del 

Título Preliminar del Código Penal y/o de las diversas circunstancias, causas de 

disminución o agravación de la punición, fórmulas de Derecho Penal Premial, que 

podrían influir sobre la determinación de la pena final, que no necesariamente va a ser la 

máxima fijada por ley”. 

2.2. DETENCION DOMICILIARIA 

2.2.1. Norma Procesal 

El artículo 290° del Código Procesal Penal señala: 1) Se impondrá detención 

domiciliaria cuando, pese a corresponder prisión preventiva, el imputado: a) Es mayor 

de 65 años de edad, b) Adolece de una enfermedad grave o incurable, c) Sufre grave 

incapacidad física permanente que afecte sensiblemente su capacidad de 

desplazamiento, d) Es una madre gente. 2) En todos los motivos previstos en el numeral 

anterior, la medida de detención domiciliaria está condicionada a que el peligro de fuga 

o de obstaculización pueda evitarse razonablemente con su imposición. 3) La detención 

domiciliaria debe cumplirse en el domicilio del imputado o en otro que el Juez designe 

y sea adecuado a esos efectos, bajo custodia de la autoridad policial o de una institución 

-pública o privada- o de tercera persona designada para tal efecto. En este supuesto, el 

Juez puede reemplazar la custodia de la autoridad policial o de una institución o de 

tercera persona, por la medida de vigilancia electrónica personal, de conformidad a la 
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ley de la materia y su reglamento. 5) Cuando sea necesario, se impondrá límites o 

prohibiciones a la facultad del imputado de comunicarse con personas diversas de 

aquellas que habitan con él o que lo asisten. 6) El control de la observancia de las 

obligaciones impuestas corresponde al Ministerio Público y a la autoridad policial. Se 

podrá acumular a la detención domiciliaria una caución. 7) El plazo de duración de 

detención domiciliaria es el mismo que el fijado para la prisión preventiva. Rige, en lo 

pertinente, lo dispuesto en los artículos 273 al 277. 8) Si desaparecen los motivos de 

detención domiciliaria establecidos en los literales b) al d) del numeral 1), el Juez -

previo informe pericial- dispondrá la inmediata prisión preventiva del imputado.  

2.2.2. Marco jurisprudencial 

2.2.2.1. Casación N°277-2021-Nacional, señala en su Fundamento Jurídico Segundo:  

2.2.2.1.1. Que la detención domiciliaria, en cuanto, por sus efectos y bien jurídico 

afectado, es una medida autónoma de coerción personal intermedia privativa de la 

libertad personal, y, además, según el artículo 290 del CPP, es sustitutiva de la medida 

de prisión preventiva –no alternativa a ella, como lo era en el artículo 143, primer 

párrafo y numeral 1, del CPP de dos mil uno, en cuya virtud se pronunció la justicia 

constitucional en aquella época: STC 1565-2002-HC/TC-Lima, de cinco de agosto de 

dos mil dos–. Por imperio de la detención domiciliaria el imputado estará privado de 

libertad en su domicilio o en otro que el Juez designe y sea adecuado a estos efectos, 

bajo custodia de la policía o de otra institución o de tercera persona designada para tal 

finalidad (ex artículo 290, apartado 3, del CPP). Al respecto, reza el apartado 1 del CPP 

vigente: “Se impondrá cuando, pese a corresponder prisión preventiva, el (la) imputado 

(imputada)”, entre otros supuestos, “…adolece de una enfermedad grave o incurable” 

(ex literal ‘b’ de dicho precepto legal); además, la condición de su imposición 

sustitutiva es que “[…] el peligro de fuga o de obstaculización pueda evitarse 

razonablemente con su imposición”.  

2.2.2.1.2. Lo expuesto significa que, en principio, deben cumplirse tanto el presupuesto 

o conditio sine que non (sospecha fuerte o grave y fundada) cuanto los requisitos 
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asociados a los motivos de prisión preventiva: (i) delito grave, y (ii) peligrosismo 

procesal –riesgos de fuga o de obstaculización–, conforme a lo previsto en el artículo 

268 del CPP, bajo las valoraciones expuestas con amplitud en el Acuerdo Plenario 1-

2019/CIJ-116, de diez de septiembre de dos mil diecinueve. Así las cosas, como enseña 

BARONA VILAR, el fin conseguido por la aplicación de esta medida es el mismo que 

se conseguiría si se sometiera al imputado a prisión preventiva, por lo que no tiene 

sentido el someter a dicho imputado a una mayor gravedad en todos los planos de su 

esfera personal, si se consigue el mismo resultado por otra vía que le imponga un menor 

perjuicio [Prisión provisional y medidas alternativas, Librería Bosch, Barcelona, 1988, 

p. 225]. 

2.2.2.1.3. Es palmario que esta opción legislativa responde a las exigencias de los 

principios de intervención indiciaria (fumus comissi delicti) y de proporcionalidad –en 

tanto en cuanto, en este último principio, se cumplan los presupuestos generales de 

tipicidad procesal del acto limitativo e intervención jurisdiccional a través de una 

motivación reforzada, y los requisitos generales del mismo (necesidad, idoneidad y 

proporcionalidad sensu estrictu)–. La sustitución de la prisión preventiva por la de 

detención domiciliaria, entendida esta última como una privación coercitiva, que no es 

restricción, de libertad [DEL RÍO LABARTHE, GONZALO: Prisión preventiva y 

medidas alternativas, Instituto Pacífico, Lima, 2016, p. 399] obedece a una situación 

coercitiva vinculada, preferentemente, a los subprincipios de adecuación y necesidad; es 

decir, que pueda ser adecuada para asegurar los fines del proceso y sin necesidad de un 

encarcelamiento procesal: asegurar al imputado de modo eficiente para evitar la 

sustracción al proceso, sin que exista otra medida menos lesiva que pueda cumplir esa 

misma finalidad asegurativa [cfr.: CÁCERES JULCA, ROBERTO: Las medidas de 

coerción procesal, Reimpresión, Editorial Idemsa, Lima, 2008, p. 197-199]. ∞ Las 

razones que se opongan a la prisión preventiva –ingreso en un Establecimiento Penal– 

pueden ser de tipo humanitario o estar vinculadas a la necesidad de neutralizar el peligro 

procesal en un caso concreto. El juez, como enfatiza DEL RÍO LABARTHE, debe 
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realizar un doble nivel de análisis; (i) criterios que deberán ser tenidos en cuenta para 

establecer cuál de las medidas coercitivas es el instrumento necesario en el caso 

concreto, de suerte que si en dicho análisis se resuelve que la medida necesaria es la 

prisión preventiva; y, (ii) a continuación, si resulta necesario atenuar los efectos de la 

privación coercitiva de libertad, es decir, aplicar la detención domiciliaria [Ibidem, pp. 

412-413]. En este último segundo nivel el factor subjetivo es preponderante, y consiste 

en que el sindicado debe reunir determinadas características –asociadas a criterios de 

vulnerabilidad– que le permita al juez considerar adecuado y suficiente la detención 

domiciliaria, es decir, que no utilizará esta última medida para generar los riesgos 

procesales de fuga u obstaculización. 

2.3. COMPARECENCIA SIMPLE 

2.3.1. Norma Procesal 

El artículo 286° del Código Procesal Penal señala que para dictarse comparecencia 

simple contra un imputado, es necesario el cumplimiento de ciertos presupuestos: 1)  El 

juez de la investigación preparatoria dictará mandato de comparecencia simple si el 

fiscal no solicita prisión preventiva al término del plazo previsto en el artículo 266°, 2) 

También lo hará cuando, de mediar requerimiento fiscal, no concurran los presupuestos 

materiales previstos en el artículo 268°. 

2.3.2. Marco jurisprudencial 

2.3.2.1. Casación N°1143-2019-Apurimac, precisa en sus fundamentos jurídicos:  

2.3.2.1.1. Décimo séptimo: Ahora bien, en primer lugar, para dictar la medida 

coercitiva de prisión preventiva, deben concurrir copulativamente los presupuestos 

materiales establecidos en el artículo 268 del Código Procesal Penal, esto es: a) que 

existan fundados y graves elementos de convicción para estimar razonablemente la 

comisión de un delito que vincule al imputado como autor o partícipe del 

mismo[6], b) que la sanción a imponerse sea superior a cuatro años de pena privativa de 

libertad y c) que el imputado, en razón a sus antecedentes y otras circunstancias del caso 
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particular, permita colegir razonablemente que tratará de eludir la acción de la justicia 

(peligro de fuga) u obstaculizar la averiguación de la verdad (peligro de 

obstaculización). 

2.3.2.1.2. Décimo octavo: Adicionalmente a ello, debe analizarse y sustentar la 

proporcionalidad de la medida y su duración, según los parámetros establecidos en 

la Casación 626-2013-Moquegua y el Acuerdo Plenario 01-2019/CIJ-116. Cabe precisar 

que a falta de uno de los presupuestos, el requerimiento de prisión preventiva ameritaría 

ser desestimado, pudiendo el órgano jurisdiccional dictar una medida menos gravosa, 

como la comparecencia restrictiva o la simple, acorde a cada caso en análisis. 

2.3.2.2. Casación N°393-2022-Arequipa, precisa en sus fundamentos jurídicos: 

2.3.2.2.1. FF.JJ. SEGUNDO. (…). ∞ Ya se ha estipulado que, tratándose del mandato 

de prisión preventiva, para dar por cumplido el presupuesto del fumus delicti comissi se 

requiere de sospecha fuerte o grave y fundada (ex artículo 218 del CPP). Este nivel de 

sospecha apunta, siguiendo a IGARTUA SALAVARRÍA [2018: 75], a la clara y 

convincente evidencia, que es un nivel intermedio entre la probabilidad prevalente 

(sospecha suficiente, propia para formular acusar y dictar el auto de enjuiciamiento) y el 

último nivel de prueba que descarta cualquier hipótesis distinta a la acusatoria. Se 

requiere de elementos de investigación –o, eventualmente, de prueba (preconstituida o 

anticipada)– consistentes que se superpongan a otras hipótesis alternativas y permitan 

sostener una relevante apoyatura a la hipótesis acusatoria (probabilidad grande de que el 

imputado ha cometido un delito, como diría KLAUS VOLK [2019: 78]. 

2.3.2.3. Casación N°1640-2019-Nacional, señala que respecto a los requisitos o 

motivos de la prisión preventiva, en los párrafos treinta y cuatro a cincuenta y cinco del 

Acuerdo Plenario 1-2019/CIJ-116, se examinaron sus alcances, sus condiciones y sus 

exigencias procesales:   

& Sobre el riesgo de fuga, el artículo 269 identificó, con un criterio de numerus 

apertus, las situaciones constitutivas del mismo, las cuales han de valorarse en concreto 

y de un modo individualizado, así como desde una perspectiva relacional para 
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determinar la solidez del peligro que se quiere superar. El estándar de convencimiento 

del juez —las circunstancias acreditativas del riesgo— ha de ser siempre el de sospecha 

fuerte —no de un convencimiento cabal—. Como transcurrió un tiempo entre el inicio 

de las investigaciones y el requerimiento de prisión preventiva, desde luego, la situación 

de gravedad de la pena previsible no es suficiente. Se requerirá, entonces, no solo una 

falta de arraigo social sino de datos relevantes que indiquen razonablemente la 

posibilidad concreta de una fuga (contactos en el exterior con entidad para apoyar su 

alejamiento o en el que se encuentran personas o logística vinculada al hecho delictuoso 

atribuido). Si se trata de integración en una organización delictiva es de rigor valorar si 

ésta permanece activa, con qué recursos cuenta, el número de integrantes con capacidad 

de realizar maniobras de ocultación del imputado, etcétera —no es de recibo mencionar 

que se está ante una organización delictiva, sino es del caso describirla y resaltar su 

fuerza y estructura para dar cobertura de huida a uno de sus miembros—. 

&. Acerca del peligro de obstaculización o entorpecimiento, el artículo el artículo 

170 del Código Procesal Penal determinó, igualmente con un criterio enumerativo no 

taxativo, las situaciones constitutivas del mismo, que siempre requieren del imputado 

conductas activas, tanto directamente como indirectamente (por terceros vinculados) 

sobre los órganos y las fuentes de prueba, que demuestren cómo el proceso será 

perjudicado por la conducta del imputado. A ello se denomina “peligro efectivo”. Se 

busca evitar que el imputado aparte, por cualquier vía, medios de investigación o de 

pruebas decisivos para el resultado del proceso, que efectúe actos de “destrucción 

probatoria” en sentido amplio. 

2.4. VARIABILIDAD DE LAS MEDIDAS COERCITIVAS 

2.4.1. Norma Procesal 

El artículo 255° del Código Procesal Penal señala: 1. Las medidas establecidas en este 

Título, sin perjuicio de las reconocidas a la Policía y al Fiscal, sólo se impondrán por el 

Juez a solicitud del Fiscal, salvo el embargo y la ministración provisional de posesión 

que también podrá solicitar el actor civil. La solicitud indicará las razones en que se 
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fundamenta el pedido y, cuando corresponda, acompañará los actos de investigación o 

elementos de convicción pertinentes. 2. Los autos que se pronuncien sobre estas 

medidas son reformables, aun de oficio, cuando varíen los supuestos que motivaron su 

imposición o rechazo. 3. Salvo lo dispuesto respecto del embargo y de la ministración 

provisional de posesión, corresponde al Ministerio Público y al imputado solicitar al 

Juez la reforma, revocatoria o sustitución de las medidas de carácter personal, quien 

resolverá en el plazo de tres días, previa audiencia con citación de las partes. 

2.4.2. Marco jurisprudencial 

2.4.2.1. Apelación 46-2021-Lima-Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de la 

República, precisa en sus fundamentos jurídicos:  

2.4.2.1.1. FF.JJ: 3.3. En ese sentido, de un análisis sistemático de los artículos 286.1 y 

2, 287 y 349.4 del Código Procesal Penal, así como de las características de las medidas 

cautelares personales, es decir, instrumentalidad, variabilidad y excepcionalidad, se 

infiere, acorde con los antecedentes del caso, que, al estar el recurrente bajo la 

regulación de una medida de comparecencia simple, esto obedece a que, en su 

momento, no concurrieron los presupuestos para dictarse una prisión preventiva o que el 

Ministerio Público, culminada la etapa preliminar, no requirió medida alguna. En ese 

contexto, y como el propio requirente lo ha señalado, los elementos de convicción que 

se invoquen para el dictado de la nueva medida deben ser de data posterior a la 

formalización de investigación preparatoria. No obstante, según los antecedentes de los 

hechos imputados consignados en el requerimiento en cuestión, el veintisiete de junio 

de dos mil dieciocho se formalizó investigación preparatoria, por lo que de los 

elementos de convicción calificados como nuevos, glosados en el fundamento quince de 

la resolución recurrida —la ampliación de la declaración del colaborador eficaz con 

clave CELAV 05-2015, del tres de julio de dos mil diecisiete; la declaración del 

investigado Luis Andrés Siesquén Ampuero del tres de mayo de dos mil diecisiete; la 

declaración testimonial de Patricia Pilar Rojas Rocha del veintitrés de septiembre de dos 

mil diecinueve; el cuadro Excel sin fecha de obtención; el acta de declaración 
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testimonial de Zoila Ana Montoya Sernaqué del dieciocho de octubre de dos mil 

diecinueve, y el Informe número 253-2019-DIRNIC-PNP/DIVIAC-DEPAPTEC, del 

treinta y uno de diciembre de dos mil diecinueve—, se verifica que, en efecto, algunos 

tienen data anterior a la formalización y, además, no estarían vinculados al peligro 

procesal (peligro de fuga u obstaculización), sino al fondo del asunto, esto es, a la 

vinculación del procesado con los hechos objeto de delito que se le atribuye 

2.4.2.1.2. FF.JJ: 3.4. Ahora bien, en específico, cuando la resolución cuestionada se 

refiere al peligro de fuga, determina que el peligro procesal de elusión a la justicia del 

procesado no tendría entidad grave o fuerte, pero aun así estima necesario que se tomen 

medidas para evitarse porque, esencialmente, aquel presentaría diversos domicilios, 

según las declaraciones que habría brindado ante Control Interno del Ministerio Público, 

ante la Cuarta Fiscalía Especializada en Delitos de Corrupción de Funcionarios y la que 

obraría en el Reniec. Empero, ello es una afirmación sin corroboración, por cuanto no 

precisa los nuevos elementos de convicción que habrían sido aportados para acreditarlo, 

más aún porque, como se señaló, aquel se encontraba con comparecencia simple hasta 

la presentación del requerimiento acusatorio y el Ministerio Público no solicitó con 

anterioridad la imposición de dicha medida. En el mismo sentido ocurre al referirse al 

peligro de obstaculización —aun cuando no fue invocado por la parte recurrente—: no 

se ha justificado, con mención a los elementos de convicción que acreditarían su 

concurrencia, la existencia de este peligro. 

2.4.2.1.2. FF.JJ: 3.5. Estando a ello, el requerimiento de comparecencia con 

restricciones formulado recién con ocasión de la presentación del requerimiento 

acusatorio y justificado en la existencia de peligro procesal —fuga u obstaculización— 

no se habría solventado en nuevos elementos de convicción, más aún considerando que 

el procesado, durante el curso de la investigación preparatoria, estuvo bajo el régimen 

de comparecencia simple y que estos elementos de convicción se encuentran referidos a 

la vinculación del encausado con los hechos objeto de delito que se le atribuyen. 

2.4.2.2. Recurso de Nulidad N°2021-2019-Lima, precisa en sus fundamentos jurídicos:  
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2.4.2.2.1. FF.JJ.15: Jurisprudencialmente, es pertinente citar la Casación N.º119-

2016/Ancash, que en sus fundamentos 2.4 y 2.5, establecidos como doctrina 

jurisprudencial, señala los supuestos de modificación (variación o revocatoria) del 

mandato de comparecencia por prisión preventiva: […] el artículo doscientos setenta y 

nueve, inciso primero, del Código Procesal Penal, operativiza, en términos generales, el 

principio de reformabilidad de la medida de comparecencia, tanto la referida en el 

artículo doscientos ochenta y seis, como la del artículo doscientos ochenta y siete del 

citado cuerpo legal; al resultar inadecuada la interpretación restrictiva del referido 

artículo, que pretende que el mismo solo se refiere a la posibilidad de variación de la 

comparecencia simple; al respecto solo cabe precisar: a) que al referirse dicho artículo 

al imputado “en situación de comparecencia”, no hace ninguna distinción. Por su parte, 

al artículo doscientos ochenta y siete, inciso tercero, establece una causal específica de 

revocatoria de la comparecencia con restricciones por prisión preventiva, sustentada en 

la variación ulterior de las circunstancias asegurativamente relevantes, evidenciada por 

el incumplimiento de las restricciones impuestas al imputado en situación de 

comparecencia, conducta procesal negativa que expresa un incremento del peligro 

procesal producido por el imputado. La interpretación que pretende establecer a partir 

de dicha causa específica, la única posibilidad de revocatoria de la medida de 

comparecencia con restricciones por la de prisión preventiva no solo contraviene el 

texto expreso del artículo en comento, sino que colisiona con los preceptos generales 

contenidos en los artículos doscientos cincuenta y tres y doscientos cincuenta y cinco 

del Código Procesal Penal. 

2.4.2.2.2. FF.JJ:16. No obstante, para este supuesto de revocatoria de la comparecencia 

con restricciones por una de mayor grado, como la prisión preventiva, también se 

requiere del aporte de nuevos elementos que importen una variación sustancial de las 

circunstancias que determinaron la imposición de la medida a reformarse, que permitan 

un significativo incremento del peligro procesal; de tal manera que la capacidad 

asegurativa de dicha medida (la comparecencia con restricciones) se viera desbordada, 
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lo que hace necesaria la imposición de la prisión preventiva para garantizar el adecuado 

desarrollo del proceso. Ello implica que también se deban cumplir con los 

presupuestosdel 268 del Código Procesal Penal. 

TERCERO: RESPECTO A LA SOSPECHA GRAVE(FUERTE) 

3.1. POSICION DEL MINISTERIO PUBLICO 

3.1.1. IMPUTACION DE CARGOS 

Se atribuye al procesado Alberto Fujimori Fujimori, la calidad de autor mediato de la 

comisión del delito de Homicidio Calificado en la modalidad de Asesinato con alevosía, 

previsto y penado en el inciso 3 del artículo 108° del Código Penal y considerado como 

delito de Lesa humanidad, en agravio de Jhon Gilber Calderón Ríos, César Olimpio 

Rodríguez Esquivel, Toribio Joaquin Ortiz Aponte, Pedro Damián Agüero Rivera, 

Nieves Ernesto Arias Velásquez y Felandro Castillo Manrique. Esta autoría mediata por 

dominio de la organización recaída contra el encausado Alberto Fujimori Fujimori, 

deviene al haber integrado el mando más alto de una estructura de poder y con mando 

directo sobre ésta; al haber asumido la Presidencia de la República y como Jefe 

Supremo de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional le deben obediencia  en  su  

calidad  de  Jefe  Supremo, potestad que dimana de la propia Constitución, aprobó la 

política antiterrorista del Estado, que luego fuera diseñada y ejecutada por el procesado 

Vladimiro Montesinos Torres, por orden de Alberto Fujimori Fujimori y donde la 

cadena de mando llegaba hasta los integrantes del Destacamento Colina, que venía a ser 

el instrumento responsable, a dar cumplimiento de la orden, máxime estando ante la 

relación vertical entre el sujeto de atrás y el ejecutor del delito, que advierte además de 

donde nace la subordinación jerárquica y que para el desarrollo de las actividades 

operacionales se utilizaron la infraestructura del Estado. Es así que ante esta política 

antiterrorista que fue aprobada por el procesado Alberto Fujimori Fujimori consistió en 

la eliminación de presuntos elementos terroristas, para ello reestructuró el Sistema de 

Defensa Nacional al amparo de las facultades legislativas sobre pacificación nacional 

(obtenidas mediante la Ley N° 25327), expidiendo las nuevas leyes del Sistema de 
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Defensa Nacional y del Sistema de Inteligencia Nacional, que comprende el Decreto 

Legislativo N°743 y N°746, respectivamente, que le daba la facultad suprema de 

designar al Jefe del Servicio de Inteligencia Nacional (SIN), organismo que 

proporcionaba al Presidente de la República la inteligencia requerida para el 

planteamiento de la Defensa Nacional como la máxima autoridad dentro de Sistema de 

Inteligencia Nacional (SINA). Ante este marco normativo con amplia potestad del 

imputado, Alberto Fujimori Fujimori, en su rol de dirección, mando y autoridad  

presidencial y ante su potestad de naturaleza discrecional, dispuso que su asesor 

Vladimiro Montesinos Torres, asumiera como jefe del SIN, lo que le permitía utilizar el 

“canal de inteligencia” y así disponer a la Dirección de Inteligencia del Ejército 

(DINTE) la realización de “Operaciones Especiales de Inteligencia” (OEI) que tuvieran 

como propósito la eliminación de presuntos elementos terroristas, conforme a la 

aprobada política antiterrorista; en ese sentido, se procedió a acciones que se 

desvinculaban del ordenamiento jurídico en el marco del tipo penal imputado. Siendo 

ante el ejercicio del poder del mando del procesado Fujimori Fujimori, ante su facultad 

presidencial de disponer y decidir sobre las Fuerzas Armadas, ejerciendo su poder de 

mando político militar y mando militar efectivo, este último que se advierte como “la 

facultad de dar órdenes directamente a las unidades [de la fuerza pública] y adoptar 

concretas decisiones operativas”, siendo una de estas “Operaciones Especiales de 

Inteligencia” la ejecutada por el Destacamento Especial de Inteligencia Colina, el 29 de 

enero de 1992 en la Pampa San José y Caraqueño del distrito de Pativilca (Barranca), 

consistente en el asesinato de los pobladores Jhon Gilber Calderón Ríos, César Olimpio 

Rodríguez Esquivel, Toribio Joaquín Ortiz Aponte, Pedro Damián Agüero Rivera, 

Nieves Ernesto Arias Velásquez y Felandro Castillo Manrique; siendo los ejecutantes 

quienes accionaron con medios y modos para asegurar el asesinato, sin riesgo para ante 

una posible reacción de defensa de la víctima y con el ánimo de aprovecharse, mediante 

estos procedimientos de la indefensión de la víctima, esto es, actuar sobre seguro y sin 

riesgo por el estado de indefensión de la víctima (alevosía), perpetrándose así la 

conducta típica a través del dominio de la voluntad que se realizó por medio de un 
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aparato organizado de poder, cuya característica esencial es la fungibilidad de los 

ejecutores materiales. & Respecto al agraviado Jhon Gilber Calderón Ríos: El día 29 

de enero de 1992, a partir de las dos de la madrugada aproximadamente, un grupo de 

más o menos de 20 personas, al mando de una mujer ingresaron a su domicilio y en 

circunstancias que Jhon Gilber Calderón Ríos se encontraba descansando en los 

interiores de su vivienda ubicada en Pampa San José, conjuntamente con su familia; 

siendo aproximadamente las dos de la madrugada, un grupo de personas encapuchadas 

y armadas, ingresan en forma violenta; unos se dirigen a los dormitorios ocupados por 

sus padres (Cesáreo Calderón y esposa); mientras que otro grupo de personas, inicia la 

búsqueda entre las cosas de la familia y otros ingresan a los ambientes donde 

descansaban los hijos y los esposos; siendo Enrique Arias Velásquez logra observar que 

los encapuchados se llevaban a Jhon Gilber Calderon Ríos y al retirarse de la vivienda, 

generan una explosión, lo que origina que Cesáreo Calderón y familia se queden en los 

interiores de la vivienda. Horas más tarde encuentran el cadáver de Jhon Gilber 

Calderón en un cañaveral a cuatro metros de distancia de la acequia grande a un 

kilómetro de su casa, con las manos atadas y presentaba dos impactos de bala y uno de 

los dedos estaba sin uña. Obra en copia certificada del Acta de Defunción de Jhon 

Gilber Calderon Ríos. & Respecto al agraviado Toribio Ortiz Aponte: Al encontrarse 

descansando el agraviado Ortiz Aponte en el domicilio de sus primos Paulo Fernández 

Migo y Abrahm Fernández Migo, en horas de la madrugada sienten golpes de puntapiés 

en la puerta de la casa, motivando a que Toribio Ortiz Aponte, enfrenta a aquellos que 

estaba causando los golpes; mientras que los citados primos salen corriendo y logran 

esconderse y observar a un grupo de hombres armados cogiendo a Toribio Ortiz 

Aponte, que lo golpeaban y lo subían a una de las dos camionetas de doble cabina en las 

que llegaron, luego de casi dos horas, encuentran el cadáver de Toribio Ortiz Aponte en 

un cañaveral. & Respecto al agraviado Felandro Castillo Manrique: Los hechos 

ilícitos contra su persona también acontecieron en los interiores de su vivienda ubicada 

en Pampa San José, siendo las 2.30 a.m. ingresa un grupo de 15 personas encapuchadas 

entre ellas una mujer, cuando se encontraba en compañía de su señora Ada Ochoa 
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Solano; profiriendo groserías, pidiendo no gritar, y proceden a cubrirla con una colcha, 

quedándose en el dormitorio en compañía de dos de los encapuchados, mientras que los 

demás proceden a llevarse a Felandro Castillo Manrique. A las seis de la mañana, 

encuentran el cuerpo del citado, en un cañaveral con cuatro tiros con armas de fuego en 

la cabeza y atado de las manos y pies. Obra en copia certificada el Acta de Defunción de 

Felandro Castillo Manrique. & Respecto al agraviado Pedro Agüero Rivera: Siendo 

las 2.30 am. del día 29 de enero de 1992, José Luis Agüero Rivera, debido a los ladridos 

de sus perros, sube al techo de la casa ubicada en Caraqueño, pudiendo observar dos 

camionetas estacionadas al frente de su vivienda, descendiendo, entre 20 a 30 personas, 

vistiendo ropa de comando y con los rostros cubiertos con pinturas; y entre ellas, estaba 

una mujer de estatura baja, con el pelo teñido, alumbrando la casa con un reflector 

proceden a ingresar apuntando con sus armas a la señora Anuncia Rivera Santos -madre 

de Pedro Agüero Rivera- y la agreden en la cabeza con una escopeta, haciendo lo 

mismo, con su esposo, y cuando Pedro Agüero Rivera intentaba defenderlo los 

encapuchados lo amenazaron con matarlo, siendo separado y envuelto con una frazada 

procediendo a ser conducido con rumbo desconocido; y con la finalidad de no ser 

seguidos, sus captores, colocan cerrojo en la puerta para que nadie logre salir de la casa. 

A las seis de la mañana, el cuerpo de Pedro Agüero Rivera fue encontrado en un 

cañaveral cercano, presentando signos de tortura y varias heridas de bala en la cabeza. 

Obra el Acta de Defunción de Pedro Agüero Rivera. & Respecto al Agraviado Nieves 

Ernesto Arias Velásquez: Siendo las cuatro de la madrugada del día 29 de enero de 

1992 un grupo de personas premunidas con armas de fuego, ingresan violentamente a la 

vivienda de Nicanor Vilca Quispe, ubicada en el Caserío de Caraqueño, alumbrando con 

potentes linternas proceden a colocar al citado señor y esposa, boca abajo, y rebuscar en 

toda la casa, golpeando al  cuñado de Ernesto Arias Velásquez; y al comprobar que no 

era la persona que estaban buscando, se dirigen a la casa de Ernesto Arias Velásquez, 

procediendo a sacarlo para ser conducido a otro lugar; es así que siendo las 6 pm fue 

encontrado muerto en un cañaveral atado de las manos y con muestras de impactos de 

balas en la cabeza. Obran el Acta de Defunción de Nieves Ernesto Arias Velásquez. & 
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Respecto al agraviado César Rodríguez Esquivel: El 29 de enero de 1992 en horas de 

la madrugada, un grupo de quince personas donde se apreciaba la presencia de una 

mujer, provistos de armas de fuego, pretenden ingresar en forma violenta a la casa de la 

familia Rodríguez, pateando la puerta, y al no lograr dicho objetivo, con insultos y 

groserías ordenan a los ocupantes de la vivienda abrir la puerta, quienes tratan de salir a 

los exteriores por la segunda puerta de la casa; circunstancias en las cuales, el grupo 

armado ingresa y captura a César Rodríguez Esquivel, mientras a que su esposa, Erlinda 

Lucas Muñoz, es apartada a un dormitorio, procediendo a preguntar por las armas de 

fuego, que tenían escondidas, mientras que la mujer que integraba el grupo armado, 

extrae a César Rodríguez Esquivel de los interiores de la casa, siendo observado por sus 

familiares, que se lo llevaban cerrando la puerta, y al cabo de unos instantes, escuchar 

disparos, y el recorrido de las camionetas de doble cabina. Obra el Acta de Defunción 

de César Olimpio Rodríguez Esquivel.  

3.1.2. CALIFICACION JURIDICA DE LOS HECHOS IMPUTADOS 

Los hechos imputados al acusado Alberto Fujimori Fujimori se subsumen en el tipo 

penal de Homicidio Calificado-Asesinato, previsto en el artículo 108º inciso 3) del 

Código Penal vigente al momento que ocurrieron los hechos que prescribía: Será 

reprimido con pena privativa de libertad no menor de quince años, el que mata a otro 

concurriendo cualquiera de las circunstancias siguientes: (…) 3. Con gran crueldad, 

alevosía o veneno”. 

3.1.3. ELEMENTOS DE CONVICCION 

1. La denuncia presentada en fecha 10 de abril del 2007 por Gladys Vilca Huertas, 

folios 4/18; presentada por intermedio de la Asociación de Derechos Humano – 

APRODEH, en la cual narra que el 29 de enero del 1992, ingresaron a las viviendas 

de los agraviados un grupo de personas los cuales se los llevaron y posteriormente el 

día 30 de enero del 1992 la policía y el Juez de Paz de Pativilca comprobaron la 

existencia de 6 cadáveres de sexo masculino tirados dentro de los cañaverales.   
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2. Copia del ATESTADO N°01-SE-92, de fecha 29 de enero de 1992,  obrante a 

fojas 20/28, en cuyo contenido se consigna que personal policial y el Juez de Paz del 

distrito de Pativilca se constituyeron al anexo de Caraqueño-Pativilca en donde se 

pudo comprobar la existencia de 6 cadáveres  de sexo masculino que pertenecían a 

Jhon Gilber Calderón Ríos, Toribio Ortiz Aponte, Felandro Castillo Manrique, Pedro 

Agüero Rivera, Nieves Ernesto Arias Velásquez y César Rodríguez Esquivel; siendo 

que dichos cadáveres evidenciaban moretones en diferentes partes del cuerpo y no se 

encontró ningún cartucho o cartel, al parecer habían sido ultimados en otro lugar.  

3. Manifestación de Ada Mirtha Ochoa Solano de fecha30 de noviembre del 2007, 

obrante a folios 201/204, quien refiere ser esposa del agraviado Felandro Castillo 

Manrique, y que luego de acudir con varios vecinos a diversas dependencias 

policiales y militares, siendo la última la Base Atahuampa, donde recibe la misma 

respuesta (no tener a ninguna persona detenida) por lo que debieron retornar a 

Barranca, instantes que los señores Nicanor Vilca, José Luis Agüero y a la novia del 

finado Pedro Agüero le informan que habían encontrado los cuerpos de sus 

familiares en los Cañaverales de Upaca-carretera de ingreso a Caraqueño, estando el 

esposo de la declarante muerto, amarrado con una soguilla, envuelto todo el cuerpo, 

con los brazos cruzados, desde los hombros hasta los pies, tenía rayas negras por la 

cintura o barriga, como si lo hubieran pasado algo caliente, tenía dos orificios de 

bala, uno de entrada y salida en la sien, otro por el lado de la nariz y por el cuello, y 

dos orificios de bala a la altura del cerebro; los demás occisos presentaban signos 

similares. 

4. Manifestación de José Luis Agüero Rivera, de fecha 30 de noviembre del 2007, 

hermano del agraviado Pedro Agüero Rivera, obrante a fojas 205/208, quien 

narra las circunstancias de la detención de su hermano por parte de un grupo de 20 a 

25 personas, cuando se encontraban descansando en el interior de su vivienda 

ubicada en Pampa San José, siendo aproximadamente las 01.30 horas, observando 

entre ellos a la única mujer con cabello de color cercano al rubio, de mediana 

estatura y dirigía toda la operación, siendo quien ordenaba y gritaba a los otros 
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integrantes; y el lugar donde fue encontrado su hermano conjuntamente con los 

demás intervenidos, muertos y torturados.  

5. Manifestación de Nicanor Vilca Quispe, de fecha 30 de noviembre del 2007, 

suegro de Ernesto Arias Velásquez, obrante a fojas 209/ 212,  quien describe los 

momentos que su mencionado pariente fue intervenido por un grupo de personas, 

resaltando la presencia de una mujer que ingresaron a su vivienda, el día 29 de enero 

de 1992, habiendo encontrado a su yerno, muerto boca abajo, con las manos hacia las 

espaldas y atadas, así como los pies; y además presentaba una herida de bala a la 

altura de la sien y vestía únicamente trusa y polo.  

6. Manifestación de Silveria Erlinda Lucas Muñoz, de fecha 30 de noviembre del 

2007, esposa de César Rodríguez Esquivel, obrante a fojas 213/216, quien refiere 

que un grupo de personas ingresaron a su vivienda cuando descansaba con su finado 

esposo e hijos, logrando llevárselo, lo que motiva salir a buscarlo en horas de la 

mañana del día 29 de enero de 1992, ubicándolo conjuntamente con otros moradores 

en la zona del cañaveral, ubicada a la entrada a Caraqueño, todos muertos, 

presentando su pariente, dos orificios de bala y la piel de color negro, como quemado 

y al agarrarlo, se descascaraba.  

7. Manifestación de Cesáreo Calderón Palacios, de fecha 30 de noviembre del 

2007, padre del agraviado Jhon Calderón Ríos, obrante a fojas 217/220, quien 

detalla las circunstancias como se produce la intervención del grupo de personas que 

extrajeron a su citado hijo de los interiores de su vivienda el día 29 de enero de 1992, 

para luego encontrarlo muerto por impactos de disparos con arma de fuego.  

8. Manifestación de Anuncia Rivera Vda. de Agüero, de fecha 30 de noviembre del 

2007, madre de Pedro Agüero Rivera, obrante a fojas 221/224, quien refiere que 

el día 29 de enero de 1992, un grupo de personas entre los que se encontraba una 

mujer provistos de pistolas y fusiles y cubiertos con pasamontañas ingresaron a su 

casa y se llevaron a su hijo Pedro Agüero Rivera, echándoles llave. Ese mismo día a 

las 6 pm un señor les avisó que cuando manejaba, en el lindero de Caraqueño con 
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Paramonga había visto a un finado (cadáver) en el camino, siendo que la policía 

recién recogió los cadáveres al día siguiente.  

9. Declaración testimonial de Pablo Andrés Atuncar Cama, de fecha 09 de agosto 

del 2007, obrante a fojas 161/166, quien refiere que el día 28 de enero de 1992 

participó de un operativo al mando de Martin Rivas, quien coordinó con los demás 

grupos, dirigiéndose al centro poblado Caraqueño, en donde detuvieron a dos 

personas, las cuales las condujeron a unos cañaverales en donde fueron ejecutados y 

arrojados, participando de la operación tres equipos que formaban el Destacamento 

Colina. Señala que la misión del destacamento era detectar y eliminar a los 

delincuentes terroristas, por indicación de Martin Rivas y el jefe del equipo Sosa 

Saavedra. 

10.  Declaración de Héctor Gamarra Mamani, de fecha 09 de julio del 2007, 

obrante a fojas 167/174, quien refiere haber sido miembro del destacamento 

Colina, siendo  que el día 28 de enero de 1992, a las 14:00 horas el jefe de su 

equipo, de apellido Sosa le indicó que iban a salir de viaje, dirigiendo con rumbo al 

norte, llegando a Paramonga el día 29 de enero de 1992 a las 00.00 horas, 

continuando el recorrido, llegando al lugar conocido como San José donde había 

algunas casas, ahí se realizó la incursión, su función era de seguridad, informándole 

Atuncar que ahí sacaron a cuatro sujetos, luego continuaron  hasta llegar a un lugar 

llamado Caraqueño donde también habían casas, en este lugar detienen a dos 

personas y salieron del lugar, parando luego por el lapso de 20 minutos, en  donde 

interrogaron a los detenidos por Martin Rivas, Pichilingue,  Sosa y Chuqui, 

informándole luego Sosa  que los detenidos ya habían sido eliminados y los habían 

dejado dentro de los cañaverales.   

11. Declaración de Pedro Guillermo Supo Sánchez, de fecha 17 de junio del 2008, 

obrante a fojas 231/236, quien refiere haber sido miembro del destacamento 

Colina, habiendo sido jefe de un grupo, siendo que el día 28 de enero de 1992, a las 

18:00 aproximadamente salieron don dirección al norte chico, todo el destacamento 

Colina, al mando del Mayor  Martin Rivas y Carlos Pichilingue, portando cada 
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integrante una pistola  HK con silenciador  y provistos de pasamontañas,  

quedándose a un kilómetro donde iba a ser la incursión y aproximadamente después 

de hora y media el convoy que había ingresado al objetivo retornaba sin detenidos, 

enterándose al retornar por comentario de un integrante del destacamento que en el 

caserío de San José habían sacado a cuatro personas y de Caraqueño dos personas, 

los cuales habían sido eliminados en un cañaveral.  

12. Transcripción de la declaración del Colaborador con Código 105-00E, de fecha 

16 de abril del 2007, obrante a folios 102/103, quien refiere que en el año 1991 y 

1992 tenían información que en los lugares Caraqueño y San José había presencia 

de elementos armados de Sendero Luminoso que venían realizando acciones de 

adoctrinamiento y captación de personas, que en tales lugares se produjeron 

atentados, matando a la alcaldesa de Pativilca. A raíz de tal información Martin  

Rivas le ordenó que haga un reconocimiento en el lugar y recabe información y 

luego de obtener la información Martin Rivas ordenó los tres equipos realizar el 

trabajo, precisando que los encontraran, enfrentaran e eliminaran, partiendo  el 27 o 

28 de enero de 1992 con dirección al norte, llegando a Pativilca en donde 

recogieron a una  persona para que identifique y ubique el lugar donde vivían, 

entrando al desvío de Cajatambo en donde hay un ingreso para llegar a la localidad 

de Caraqueño. En ese lugar se quedó un grupo de agentes, continuando, llegando a 

San José en donde fueron casa por casa con el informante, encontrando a 3 o 4 

personas, a las cuales se les detuvo y se les subió al carro. Luego continuaron y en 

Caraqueño sacaron dos o tres personas, las cuales fueron subidas a los carros, 

avanzando hasta la altura del linderos de unos cañaverales y Caraqueño, en dicho 

lugar se bajó a los detenidos, se los interrogó, recibiendo la orden de Martin Rivas 

de ejecutarlos, encargándose de ejecutar tal orden Sosa, Chuqui, Pretel, Haydee 

Terrazas, Martin Rivas y Pichilingue, para lo cual se usaron armas con silenciador 

HKMP5, calibre 9 mm, procediendo a dejarlos por los cañaverales, retornando 

luego a Lima.  
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13. Acta de defunción de Jhon Gilber Calderon Ríos, la cual consta que falleció el 29 

de enero de 1992. Obrante a fojas 106.  

14. Acta de defunción de Felandro Castillo Manrique, la cual consta que falleció el 29 

de enero de 1992. Obrante a fojas 107. 

15. Acta de defunción de Nieves Ernesto Arias Velásquez, la cual consta que falleció el 

29 de enero de 1992. Obrante a fojas 108. 

3.2. POSICION DE LA DEFENSA TEC NICA DEL IMPUTADO 

Cuestiona los elementos de convicción presentados por el representante del Ministerio 

Público. Sostiene sobre la defensa y postula la siguiente reflexión: ¿de qué forma estos 

pueden constituir un fundado y grave elemento de convicción que vincule directa o 

indirectamente a mi patrocinado? ¿Quién lo sindica directa o indirectamente como autor 

del delito? ¿De ser el caso que elemento probatorio se postula para aseverar ello?, que lo 

aportado por Fiscalía no resulta pertinente, útil ni conducente para sostener una tesis que 

abarque una sospecha grave que amerite una restricción al derecho de libertad, cual 

deviene en improcedente su valoración. 

3.3. POSICION DEL JUZGADOR 

1. Conforme a nuestra jurisprudencia(Acuerdo Plenario 1-2019/CIJ-16, ff.jj:24º,25º) el 

término “sospecha” debe entenderse, en sentido técnico jurídico, como el estado de 

conocimiento intermedio, de diferente intensidad, a partir de datos inculpatorios 

obtenidos en el curso de la averiguación del delito, que autorizan a dictar decisiones 

y practicar determinadas actuaciones. La sospecha “suficiente” idónea para la 

acusación y para la emisión del auto de enjuiciamiento, es la etapa en donde, en la 

evaluación provisoria del hecho imputado, a partir de los elementos de convicción 

acopiados, existe una alta probabilidad de emitirse una condena, pero no se puede 

aseverar que un imputado será merecedor de tal condena, porque puede desencadenar 

también en una absolución conforme a los elementos de prueba de descargo; es decir, 

que la “sospecha suficiente” quiere decir llanamente simple existencia de la 

probabilidad respecto de una futura condena. En cambio la “sospecha fuerte”(grave), 
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exigida para la prisión preventiva, es más intensa que la sospecha suficiente, pero se 

sustenta sobre una base más estrecha de elementos de investigación de cargo del 

fiscal y de descargo de la defensa y que de una compulsa de los mismos, se pueda 

concluir desde una inferencia razonable que el imputado es fundadamente 

sospechoso del hecho que se le atribuye; es decir, que existe un alto grado de 

probabilidad de que él luego va a ser condenado, por ello el estándar probatorio es 

particularmente alto, aunque no al nivel de certeza, como si se exige para la sentencia 

condenatoria. 

2. En el caso de autos(denominado Caso Pativilca), ésta causa penal se encuentra con 

acusación fiscal y con auto de enjuiciamiento, en pleno desarrollo del juicio oral, 

estaríamos ente una sospecha suficiente, que a partir de los elementos de prueba 

acopiados, habría una alta probabilidad que el hecho imputado ha ocurrido y la 

culpabilidad del imputado será materia del debate probatorio.  

3. Sin embargo, debe advertirse que lo que pretende el Ministerio Pùblico en el presente 

requerimiento es la Variación de la medida coercitiva de Comparecencia Simple a 

Detención Domiciliaria; no estamos, ante un pedido de prisión preventiva en puridad, 

sino que por exigencia legal debe hacerse un análisis de sus presupuestos contenidos 

en el artículo 268° del CPP, pero con las exigencias y requisitos propios de las 

variaciones de medidas coercitivas personales.  

4. En efecto, nuestra jurisprudencia en la Casación N°119-2016-Ancash, ha señalado en 

el considerando 2.6: que para la revocar la medida de comparecencia por prisión 

preventiva, es necesaria la concurrencia de nuevos elementos de convicción que 

varíen aquella situación que en su momento determinó la imposición de la primera 

medida, ello ante un significativo incremento del peligro procesal, precisando los 

siguientes presupuestos: a) Los nuevos elementos surgidos de la investigación 

posean contundencia acreditativa de nuevas condiciones, b) La necesidad de una 

evaluación actual de la capacidad asegurativa de la comparecencia con restricciones 

impuesta frente a las nuevas condiciones, la que incluye la verificación del 
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cumplimiento por el imputado de las restricciones impuestas, c) La determinación 

que dicha medida resulta insuficiente ante el colapso de su capacidad asegurativa 

frente a las nuevas condiciones. 

5. Asimismo, en la Apelación 46-2021-Lima-Sala Penal Permanente de la Corte 

Suprema de la República, precisa en sus fundamentos jurídicos 3.3: En ese sentido, 

de un análisis sistemático de los artículos 286.1 y 2, 287 y 349.4 del Código Procesal 

Penal, así como de las características de las medidas cautelares personales, es decir, 

instrumentalidad, variabilidad y excepcionalidad, se infiere, acorde con los 

antecedentes del caso, que, al estar el recurrente bajo la regulación de una medida de 

comparecencia simple, esto obedece a que, en su momento, no concurrieron los 

presupuestos para dictarse una prisión preventiva o que el Ministerio Público, 

culminada la etapa preliminar, no requirió medida alguna. En ese contexto, y como el 

propio requirente lo ha señalado, los elementos de convicción que se invoquen para 

el dictado de la nueva medida deben ser de data posterior a la formalización de 

investigación preparatoria(…). 

6. En esa línea jurisprudencial; si bien, la presente causa penal se lleva bajo los alcances 

del Código de Procedimientos Penales de 1940, donde no hay la denominación 

“formalización de investigación preparatoria”, para delimitar si los elementos de 

convicción acopiados al requerimiento fiscal son nuevos o de data anterior, pues 

conforme al Decreto Legislativo Nº1206(Que regula medidas para dotar de eficacia a 

los procesos penales tramitados bajo el Código de procedimientos Penales de 1940 y 

el D.Leg.124), hace algunas precisiones en su Disposición Complementaria Final 

Tercera: Cuando los artículos 272 a 285 y 334 del Código Procesal Penal, aprobado 

por Decreto Legislativo N°957, hagan referencia a los términos "investigación 

preparatoria", "expediente fiscal", "prisión preventiva", "juez de la investigación 

preparatoria" y "sala penal", se debe interpretar que dichos términos hacen 

referencia, respectivamente, a "Instrucción", "expediente fiscal", "mandato de 

detención", "juez penal" y "sala penal"(…). Se concluye que el término 
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formalización de la "investigación preparatoria" es equivalente a formalización de la 

"Instrucción", que para el caso de autos el parámetro de delimitación sería el Auto de 

Apertura de Instrucción. De autos se verifica que con fecha 05 de junio del 2012 se 

emite el auto de procesamiento contra el imputado, fecha en que se define la 

situación jurídica del imputado y se impone la medida coercitiva personal de 

Comparecencia Simple, fecha que debe considerarse para la delimitación 

señalada. 

7. Se puede apreciar que los elementos de convicción ofrecidos por el representante del 

Ministerio Público en el presente requerimiento  de variación de comparecencia 

simple a detención domiciliaria son: a) La denuncia presentada en fecha 10 de abril del 2007 

por Gladys Vilca Huertas, folios 4/18; b) Copia del ATESTADO N°01-SE-92, de fecha 29 de enero 

de 1992,  obrante a fojas 20/28, c) Manifestación de Ada Mirtha Ochoa Solano de fecha 30 de 

noviembre del 2007, obrante a folios 201/204, d) Manifestación de José Luis Agüero Rivera, de fecha 

30 de noviembre del 2007, hermano del agraviado Pedro Agüero Rivera, obrante a fojas 205/208, e) 

Manifestación de Nicanor Vilca Quispe, de fecha 30 de noviembre del 2007, suegro de Ernesto Arias 

Velásquez, obrante a fojas 209/ 212,  f) Manifestación de Silveria Erlinda Lucas Muñoz, de fecha 30 

de noviembre del 2007, esposa de César Rodríguez Esquivel, obrante a fojas 213/216, g) 

Manifestación de Cesáreo Calderón Palacios, de fecha 30 de noviembre del 2007, padre del agraviado 

Jhon Calderón Ríos, obrante a fojas 217/220, h) Manifestación de Anuncia Rivera Vda. de Agüero, de 

fecha 30 de noviembre del 2007, madre de Pedro Agüero Rivera, obrante a fojas 221/224, i) 

Declaración testimonial de Pablo Andrés Atuncar Cama, de fecha 09 de agosto del 2007, obrante a 

fojas 161/166, j)  Declaración de Héctor Gamarra Mamani, de fecha 09 de julio del 2007, obrante a 

fojas 167/174, k) Declaración de Pedro Guillermo Supo Sánchez, de fecha 17 de junio del 2008, 

obrante a fojas 231/236, l) Transcripción de la declaración del Colaborador con Código 105-00E, de 

fecha 16 de abril del 2007, obrante a folios 102/103, m) Acta de defunción de Jhon Gilber Calderon 

Ríos, la cual consta que falleció el 29 de enero de 1992, obrante a fojas 106, n) Acta de defunción de 

Felandro Castillo Manrique, la cual consta que falleció el 29 de enero de 1992, obrante a fojas 107, ñ) 

Acta de defunción de Nieves Ernesto Arias Velásquez, la cual consta que falleció el 29 de enero de 

1992, obrante a fojas 108. Estos elementos de convicción son de fecha años 2007, 2008 

propuestos en la formalización de la denuncia, elementos de convicción anteriores y 

valorados a la fecha de emisión del auto de procesamiento que data de fecha 05 de 
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junio del 2012 y que además, estos elementos de convicción fueron considerados y 

valorados para la emisión de la medida de Comparecencia Simple impuesta el 

imputado al momento de emitirse el auto de procesamiento. 

8. Pues, para variar la medida de comparecencia simple a una más gravosa, como la 

detención domiciliaria, se requiere del aporte de nuevos elementos de convicción que 

importen una variación sustancial de las circunstancias que determinaron la 

imposición de la medida(comparecencia simple) a reformarse, que permitan un 

significativo incremento del peligro procesal de fuga. Se concluye que estos 

elementos de convicción se encuentran referidos al fondo del asunto y a la 

vinculación del encausado con los hechos objeto de delito que se le atribuye, no 

constituyendo nuevos elementos de convicción y que además no inciden en el peligro 

procesal de fuga.  

9. Por ello el juzgador concluye que no se configura el primer presupuesto de sospecha 

fuerte o grave, en las exigencias legales de la variación de la medida coercitiva de 

comparecencia simple a detención domiciliaria, como lo plantea el Ministerio 

Público, debiendo desestimarse por ahora.  

CUARTO: PROGNOSIS DE PENA 

4.1. POSICION DEL MINISTERIO PUBLICO 

 Señala que la pena abstracta prevista para el delito de Homicidio Calificado, 

atribuido al acusado Alberto Fujimori Fujimori, en calidad de autor mediato, tipo 

penal prevé una pena privativa de libertad “no menor de quince años”.  Por su parte 

el artículo 29° del Código Penal vigente en la fecha que ocurrieron los hechos 

materia de imputación, establecía que “La pena privativa de libertad tendrá una 

duración mínima de dos días y una máxima de veinticinco años”. 

 Sobre la prognosis de pena probable a imponer al acusado Alberto Fujimori 

Fujimori, se debe tener en cuenta los criterios de determinación por tercios previstos 

en el artículo 45° - A del Código Penal; así como las diferentes circunstancias que 



 
 
 
 

 

 

Juzgado Penal Supraprovincial Liquidador Transitorio 
“Año del Bicentenario, de la consolidación de nuestra Independencia, y de la conmemoración de las heroicas batallas de Junín y Ayacucho” 

======================================================= 

28 

inciden en la cuantificación de la pena: Tercio inferior de 15 años a 18años 4 meses, 

Tercio intermedio de 18 años 4 meses a 21 años 8 meses y Tercio superior de 21 

años 8 meses a 25 años. Respecto a la verificación de la concurrencia de atenuantes o 

agravantes conforme al artículo 45°- A del Código Penal, señala que no existen 

atenuantes genéricas, pero si agravantes genéricas como es el literal h) realizar la 

conducta punible abusando el agente de su cargo, posición económica, formación, 

poder, oficio, profesión o función, literal i) La pluralidad de agentes que intervienen 

en la ejecución del delito, por tanto señala que pena la ubicará en el tercio superior; 

asimismo, precisa que no concurre ninguna circunstancia atenuante privilegiada que 

justifique establecer la pena menor a la prevista por el tipo penal; que si bien, el 

acusado a la fecha tiene 85 años, al momento de los hechos materia de acusación 

(1992) tenía 54 años; por lo que, no le alcanza la atenuante privilegiada de 

responsabilidad restringida. En tal sentido, la pena probable a imponer al acusado 

Alberto Fujimori Fujimori es de no menor de veintiún (21) años ni mayor de 

veinticinco años; por lo que, el presupuesto referido a la prognosis de pena superior a 

cinco años se encuentra claramente cumplido en el presente caso. 

4.1.1. POSICION DE LA DEFENSA TECNICA DEL IMPUTADO 

4.1.1.1. Sostiene que la fiscalía sobre la prognosis de la pena es un elemento que resulta 

importante para imponer la restricción del derecho de libertad de su patrocinado. 

Contrariamente a lo indicado, la Sentencia del Tribunal Constitucional N° 04780-2017-

PHC/TC sostuvo lo siguiente: En definitiva, pues, sostener que pueda bastar la gravedad 

de la pena y los indicios de pertenencia a una organización criminal para justificar una 

orden preventiva de prisión, es violatorio de los derechos fundamentales a la presunción 

de inocencia y a la libertad personal. Este Tribunal considera que pueden ser elementos 

que contribuyan a presumir el peligro procesal (ya sea de peligro de fuga o de 

obstaculización probatoria), pero por sí solos no son suficientes. De ahí que se discrepe 

de lo sostenido en el Fundamento 54 in fine de la Casación 626-2013(en ciertos casos 

solo basta la gravedad de la pena y [la imputación de pertenencia a una organización 
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criminal] para imponer [prisión preventiva]), por tratarse de una afirmación reñida con 

la Constitución. Sobre ese tipo de valoraciones judiciales, resulta importante manifestar 

que, como consecuencia de la actual coyuntura social de desconfianza frente a la 

autoridad como consecuencia de los recientes casos de corrupción, el país en su 

generalidad viene viviendo en una actitud de sospecha colectiva que ha terminado 

colocando a la persona en general y a quien ejerce función o cargo público en particular 

como un sujeto considerado de suyo; proclive al delito. Es decir, se ha implantado una 

actitud totalmente inconstitucional, prejuiciosa y lesiva, que abdica de la lógica del 

Legislador Constituyente peruano, que ha optado por un sistema que considera a la 

persona humana como fin supremo de la sociedad y del Estado, que es anterior y 

superior al Estado y titular de una serie de derechos que le son inherentes, denominados, 

más allá de las digresiones académicas que la doctrina recoge, derechos humanos, 

derechos fundamentales, derechos de la persona o derechos constitucionales; entre los 

cuales están el derecho al honor y a la buena reputación, el derecho a la defensa y el 

respeto de su dignidad, y el derecho a la presunción de inocencia mientras no se haya 

acreditado judicialmente su culpabilidad, mediante sentencia firme y definitiva. En 

suma, no basta con solo señalar que la pena a imponer debe ser mayor a cuatro (4) años 

para imponer una restricción al derecho a la libertad. 

 

 

4.1.2. POSICION DEL JUZGADOR 

1. El delito atribuido al imputado a la fecha de ocurrido los hechos 29 de enero de 1992, 

es de Homicidio Calificado con agravante de alevosía, previsto en el numeral 3) del 

artículo 108° del Código Penal, el cual tiene una pena conminada de 15 a 251 años de 

pena privativa de la libertad.  

 
1 Antes de la modificatoria del artículo 29º del Código Penal mediante el Decreto Ley Nº25475 de fecha 06.05.1992. 
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2. Sobre la prognosis de pena probable a imponer al imputado, debe considerarse que al 

momento de ocurrido los hechos, esto es 29 de enero de 1992, aún no estaba vigente 

el sistema de tercios introducido por la Ley N°30076; por lo que, en aplicación de lo 

dispuesto por el artículo 6º del Código Penal, se debe aplicar la ley penal que estuvo 

vigente al momento de la comisión del hecho punible, por ser más favorable al 

encausado, por ende el Juez Penal al momento de fundamentar y determinar la pena 

tendrá en cuenta lo normado por el artículo cuarenta y cinco del Código Penal: 1. Las 

carencias sociales que hubiere sufrido el agente. 2. Su cultura y sus 

costumbres. 3. Los intereses de la víctima, de su familia o de las personas que de ella 

dependen. Asimismo, para individualizar la pena se tendrá en cuenta los límites 

fijados por la ley, atenderá la responsabilidad y gravedad del hecho punible 

cometido, en cuanto no sean específicamente constitutivas del hecho punible al 

considerar especialmente, de conformidad con lo dispuesto por el artículo cuarenta y 

seis del mismo cuerpo de leyes: 1. La naturaleza de la acción. 2. Los medios 

empleados. 3. La importancia de los deberes infringidos. 4. La extensión del daño o 

peligro causados. 5. Las circunstancias de tiempo, lugar, modo y ocasión. 6. Los 

móviles y fines. 7. La unidad o pluralidad de los agentes. 8. La edad, educación, 

situación económica y medio social. 9. La reparación espontánea e hubiere hecho del 

daño. 10. La confesión sincera antes de haber sido descubierto. 11. Las condiciones 

personales y circunstancias que lleven al conocimiento del agente.  

3. En consecuencia, el espacio punitivo fluctúa entre los 15 y 25 años de pena privativa 

de la libertad y partiendo de la imputación concreta, debe tomarse en cuenta las 

circunstancias como la naturaleza de la acción-conducta atribuida-, la importancia 

de los deberes infringidos, la pluralidad de agentes en la comisión del delito, entre 

otros, lo que agrava la pena a imponerse, teniendo en cuenta ello la prognosis de la 

pena podría ubicarse como pena concreta en un punto central 20 años de pena 

privativa de la libertad, no apreciándose una circunstancia atenuante privilegiada que 

justifique establecer una pena menor al extremo mínimo a la prevista por el tipo 
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penal; pues, al momento de los hechos materia de acusación (1992) el imputado tenía 

54 años de edad.  

4. Pero se verifica, que al momento de abrirse instrucción con la emisión del auto de 

procesamiento en fecha 05 de junio del 2012, se imputó por el delito de Homicidio 

Calificado con agravante de alevosía, previsto en el numeral 3) del artículo 108° del 

Código Penal, este pronóstico de pena se previó en ese estadío y se consideró tal 

requisito de prognosis de pena al momento de decidirse para la imposición de la 

medida de comparecencia simple; esta situación a lo largo de la investigación no ha 

variado, permanece, al menos no se acreditado lo contrario; si bien, la pena concreta 

probable a imponerse sería mayor a cinco(5) años; sin embargo, la fiscalía no ha 

evidenciado que hayan surgido nuevas circunstancias que incida en una mayor 

prognosis de pena y que incida ello en el peligro procesal de fuga. 

5. Bajo esa línea de argumentación, éste requisito legal-prognosis de pena-, para el caso 

de la exigencia de una variación de la medida de comparecencia simple no se 

encuentra cumplido. 

 

QUINTO: PELIGRO PROCESAL 

5.1 POSICION DEL MINISTERIO PUBLICO 

El representante del Ministerio Público, considera que existe peligro procesal en su 

modalidad de peligro de fuga, precisando respecto a los arraigos lo siguiente: 

1. ARRAIGO DOMICILIARIO . El acusado de acuerdo a la su ficha RENIEC 

domicilia en Calle Pontevedra 253 Urbanización La Estancia, distrito de la Molina, 

provincia y departamento de Lima,  sin embargo la vivienda no es de propiedad del 

citado procesado, ni familiar directo, tampoco se conoce de la existencia de algún 

contrato de arrendamiento de fecha cierta suscrito por el procesado sobre el alquiler 

del referido inmueble que nos permita inferir que vivirá ahí por un determinado 

período de tiempo;  situación  que no garantiza una estancia permanente en dicho 
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domicilio o vínculo seguro con dicho inmueble, máxime si de acuerdo a los medios 

de comunicación y fuente directa del médico del citado procesado, en su momento 

indicó que el pago del alquiler de la vivienda no lo realiza sus familiares directos, 

sino un grupo de amigos del citado procesado, no teniéndose a la fecha información 

actualizada que el indicado inmueble presente un financiamiento seguro para su 

permanencia habitual.  

2. ARRAIGO FAMILIAR . Durante la investigación y proceso el acusado Alberto 

Fujimori Fujimori no ha proporcionado información sobre su entorno familiar, y 

tomando en cuenta su edad 85 años se infiere que no tiene hijos menores o familiares 

que dependan de él lo cual la vincule con un lugar determinado y asegure su 

presencia en el presente proceso.  En tal sentido, el imputado no cuenta con un 

arraigo familiar que enerve el peligro de fuga.   

3. ARRAIGO LABORAL . El acusado Alberto Fujimori Fujimori no tiene un trabajo 

conocido que la vincule con un centro laboral o actividad económica determinada, en 

donde poder ubicarlo y que lo vincule con un lugar determinado.    

4. TITULARIDAD DE BIENES . De acuerdo a la información registral el acusado 

Alberto Fujimori Fujimori no cuenta con propiedades, a cuya administración o 

custodia esté supeditado, lo cual nos permita de algún modo inferir que no 

abandonaría sus bienes que posee.  

5. FACILIDADES PARA ABANDONAR EL PAÍS . El  imputado  tiene facilidades 

para abandonar el país, ya que tiene un largo historial de viajes por diversos países, 

pues según su movimiento migratorio registra 111 movimientos (salidas y entradas), 

tal como se corrobora con el OFICIO N°014138-2023-2023-MIGRACIONES-UGD, 

de fecha 06 de diciembre del 2023, remitido por la Superintendencia Nacional de 

Migraciones; más aún si anteriormente el acusado frente a los procesos abiertos el 

caso Barrios Altos y Cantuta, haciendo uso de su capacidad de desplazamiento con 

facilidad por el mundo, viajó desde Japón a Chile, de donde fue traído vía proceso de 

extradición; lo cual es un hecho notorio y conocido por todos.  Sumado a ello se debe 
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de considerar que el citado procesado presenta lazos familiares en el extranjero, 

siendo en Tokio-Japón donde tiene familiares y se refugió en el año 2000 aun siendo 

presidente del Perú, ello haciendo uso de su nacionalidad japonesa. Otro aspecto que 

debemos tomar en cuenta que el procesado ante el indulto otorgado el 24 de 

diciembre de 2017, a menos de un mes de aquella fecha, realizó trámites ante la 

Superintendencia Nacional de Migraciones el 18 de enero de 2018 para solicitar su 

pasaporte electrónico, conforme al Oficio N°151-2018-MIGRACIONES, de fecha 

23.03.2018,  y recientemente luego de ser liberado por orden del Tribunal 

Constitucional, ha efectuado el trámite de renovación de su pasaporte, tal como se 

difundió por los diferentes medios de comunicación, tal como se corrobora con el  

Oficio N° 014138-2023-MIGRACIONES-UGD, emitido por la Superintendencia 

Nacional de Migraciones de fecha 06 de diciembre del 2023; en el cual se consigna 

que el pasaporte PC20986 correspondiente al procesado Fujimori se encuentra 

ACTIVO; lo que le facilitaría para abandonar el país en cualquier momento, máxime 

si el impedimento de desplazamiento por motivos de salud no ha sido acreditado, 

debiéndose tener en cuenta por fuentes de comunicación social que el estado de salud 

del procesado Alberto Fujimori sería estable; y, que no se cuenta con documento 

oficial que desvirtúe dicha estabilidad en su estado de salud; lo que permite inferir 

que nada limita o impide que pueda realizar su desplazamiento físico, como viajes 

fuera del país con o sin uso de pasaporte electrónico, puesto que, también sólo puede 

hacer uso de su Documento Nacional de Identidad y que conforme a la Consulta en 

Línea al RENIEC, se registra que presenta como fecha de expedición de su citado 

documento el 18 de enero de 2018, esto es, ha sido renovado cuando tenía la edad de 

79 años, por lo que al haberse tramitado dicha renovación después de los 60 años, 

dicho documento tiene la calidad de no caducable, circunstancia que debe tenerse 

presente que con sólo su Documento Nacional de Identidad y sin visa ni pasaporte 

puede realizarse viajes fuera del país sea aéreo o terrestre, según los acuerdos 

internacionales suscritos por el país, como es el caso de los países de Bolivia, 

Colombia y Ecuador, conforme a los acuerdos de la Comunidad Andina de Naciones 
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(CAN) y ante Argentina, Brasil, Chile, Paraguay, Uruguay y Venezuela, conforme a 

acuerdos bilaterales que exoneran de usar pasaporte; asimismo, debe tenerse en 

cuenta que ante “La firma del Acuerdo entre el Perú y la Unión Europea para la 

exención de visados permite el ingreso de ciudadanos peruanos a 30 países de 

Europa, para estancias no remuneradas de corta duración”; por lo tanto, se presenta la 

posibilidad real y concreta que pueda salir del país, circunstancia que amerita la 

necesidad de no descartar las facilidades que se presenta para un posible abandono 

del país, ante los citados antecedentes personales y procesales.  

6. GRAVEDAD DE LA PENA . En el presente caso al imputado se le atribuye la 

presunta comisión del delito de HOMICIDIO CALIFICADO, el cual tiene una pena 

no menor de quince ni mayor de veinticinco años. Como puede advertirse, la pena 

que correspondería en el escenario de una sentencia condenatoria es alta y muy 

grave. En este sentido, como ha quedado establecido en la Circular sobre Prisión 

Preventiva, emitida por el Poder Judicial: «la gravedad de la pena a imponer 

constituye un criterio válido para evaluar la futura conducta procesal del imputado». 

Del mismo modo, ante el marco de imputación penal contra el acusado Alberto 

FUJIMORI FUJIMORI en el presente proceso se le atribuye en su condición de autor 

mediato, la formación de una organización criminal jerarquizada constituida por 

algunos oficiales generales, superiores y personal de suboficiales del Ejército 

peruano, a través del Destacamento Especial de Inteligencia Colina, siendo esta 

agrupación destinada a cometer delitos, como es la ejecución directa de asesinatos 

y/o desaparición forzada de carácter sistemático, siendo una de estas operaciones 

especiales de inteligencia ejecutada por el Destacamento Colina la efectuada el 29 de 

enero de 1992, en Pampa San José y Caraqueño, Distrito de Pativilca, Provincia de 

Barranca, consistente en el asesinato de los pobladores de Jhon Gilber Calderón 

Ríos, César Olimpio Rodríguez Esquivel, Toribio Joaquín Aponte, Pedro Agüero 

Rivera, Nieves Ernesto Arias Velásquez, Felandro Castillo Manrique; hecho 

imputado por el cual el Ministerio Público solicitó se le imponga una sanción penal 
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de VEINTICINCO (25) AÑOS de pena privativa de libertad, y el pago de la suma de 

QUINIENTOS MIL SOLES (S/ 500, 000.00) por concepto de reparación civil en 

forma solidaria a favor de los herederos de los agraviados, siendo esta prognosis de 

pena y gravedad del delito que no descarta un peligro de fuga.  

7. MAGNITUD DEL DAÑO CAUSADO Y LA AUSENCIA DE UNA 

VOLUNTAD DEL IMPUTADO PARA REPARARLO . La magnitud del daño 

causado con el hecho delictivo materia de procesamiento es considerable y de alto 

impacto, al haber causado la muerte de seis  personas, destruyendo su proyecto de 

vida y afectando gravemente su entorno familiar, causando conmoción en la 

población del lugar donde se produjo por la forma como fueron ejecutados los 

agraviados y como encontrados sus cadáveres, máxime si estamos ante un proceso 

con hechos calificados como delitos que constituyen grave violación a los derechos 

humanos con la connotación de Lesa Humanidad, lo cual no solo ha tenido 

repercusión nacional, sino internacional. En el presente caso, no se advierte que el 

imputado haya mostrado su voluntad de resarcir el daño causado por el hecho 

delictivo que se le atribuye, lo que en términos de la Casación N° 626-2013-

Moquegua, debe ser valorado al momento de determinar el peligro procesal del 

imputado.   

5.2. POSICION DE LA DEFENSA TECNICA DEL IMPUTADO 

Por su parte la defensa técnica del imputado Alberto Fujimori Fujimori ha ofrecido 

elementos de convicción, postulando que éstos desvirtuarían lo afirmado por el 

Ministerio Público, así se tiene:  

1. SOBRE EL ARRAIGO DOMICILIARIO . La defensa técnica señala, que 

contrariamente a lo señalado por fiscalía acopia los siguientes documentos que 

acreditan este arraigo: a) copia legalizada de la Ficha RENIEC donde figura como 

dirección legal la ubicada en Calle Holbein 172 distrito de San Borja – Lima, b) copia 

legalizada del DNI donde figura como dirección legal la ubicada en Calle Holbein 172 

distrito de San Borja – Lima, c) copia certificada de la Constatación Domiciliaria efectuada 



 
 
 
 

 

 

Juzgado Penal Supraprovincial Liquidador Transitorio 
“Año del Bicentenario, de la consolidación de nuestra Independencia, y de la conmemoración de las heroicas batallas de Junín y Ayacucho” 

======================================================= 

36 

por el Notario Vilca Monteagudo que certifica el hecho que resido en Calle Holbein 172 

distrito de San Borja – Lima, d) diversas Fotografías que acreditan el trámite regular ante 

RENIEC, e) copia legalizada del documento denominado Contrato de Prestación de 

Servicios Telefónico de la Empresa América Móvil que acredita no solo el uso de una línea 

post pago, sino también de la dirección consignada como domicilio legal para fines de 

contratación; lo cual, acredita que el lugar de residencia es en Calle Holbein 172 distrito de 

San Borja – Lima.  

2. SOBRE EL ARRAIGO FAMILIAR . Precisa la defensa técnica que su patrocinado 

cuenta con arraigo familiar, señala que ha quedado completamente acreditado que 

reside en compañía de sus nietas Kyara y Kaori Villanella Fujimori y su hija Keiko 

Sofía Fujimori Higuchi identificada con DNI N°10001088, quienes residen en un 

mismo hogar; el cual, se encuentra ubicado en Calle Holbein 172 distrito de San 

Borja – Lima; tal cual, se acredita con dos (2) fotografías y la respectiva ficha 

RENIEC pertinente. 

3. SOBRE EL ARRAIGO LABORAL . La defensa técnica indica que su defendido 

cuenta con arraigo laboral, que ha quedado completamente acreditado que su 

patrocinado mantiene una pensión proveniente de la Universidad Agraria La Molina, 

por el cual ostenta un ingreso económico mensual aproximado de S/1,400.00 soles, el 

cual se deposita en la Cuenta Bancaria del Banco de Crédito del Perú. Sin perjuicio 

de ello, en coordinación con la empresa FOGATA EDICIONES EIRL identificada 

con RUC N°20607617121 ha publicado dos (2) libros denominados; los cuales, 

acompaño en calidad de medio probatorio al presente escrito. En efecto los nombres 

de los mencionados documentos son: LA PALABRA DEL CHINO: EL INTRUSO, 

LA PALABRA DEL CHINO: EL INCONFORM VOLUMEN II y que para acreditar 

ello, cumple con proporcionar los siguientes links electrónicos: 

(https://lapalabradelchino.com/,  https: // www.crisol.com.pe/ libro- la- palabra- del- 

chino-el-intruso- 9771815233009, https: //thmstore.pe/productsa-palabra-del-chino-

fujimori-edicion-estandar, https: // www.libreriasur.com.pe / libro / la-palabra-del-

chino_157861, https: // elcomercio.pe / elecciones-2021/ alberto- fujimori- por-que-
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se-autodefine-en-sus-memorias-como-el-intruso-keiko-fujimori-elecciones-2021- la- 

palabra- del- chino-autobiografía-noticia/). Asimismo, señala que presenta como 

medio probatorito: (*) copia certificada del Contrato de Cesión de Derechos 

Patrimoniales de fecha 12.03.2021; que permite evidenciar que su patrocinado desde 

el año 2021 realizaba trabajos vinculados a la elaboración y redacción de memorias 

que serían remunerados posteriormente, (*) copia del EECC del BCP de los periodos 

01.10.23 al 31.10.23 y 01.12.2023 al 31.12.2023 precisando que se tratan de 

CUENTA SUELDO que permiten acreditar el arraigo laboral por cuanto se 

identifican los abonos por quinta categoría – haberes provenientes de pensiones 

mensuales de la Universidad Agraria La Molina; los cuales, acreditan el arraigo 

laboral.  

4. SOBRE FACILIDADES PARA ABANDONAR EL PAÍS . De acuerdo a la 

posición de la defensa técnica, señala que su patrocinado no ha realizado ningún 

trámite de renovacion de pasaporte en el año 2023, lo que postula fiscalía es lo 

mismo que postuló en su primer requerimiento; sin embargo, en esta oportunidad, 

induce a error a su judicatura al señalar que según medios de comunicación se habría 

realizado dicho acto administrativo el año pasado, fiscalía con ello miente. Que en 

contrario acompaña en calidad de medio probatorio los siguientes documentos que 

acreditan la vulnerabilidad del estado de salud de su patrocinado: a) copia simple del 

Informe Médico N°012-2021-INPE/ORL-EP-BBD-SALUD-JS, del 14 de diciembre del 

2021, elaborado por el Dr. John W. Lozano Asenjo de la Jefatura de Salud del INPE – 

Establecimiento Penitenciario Barbadillo, dirigido al Director del centro penitenciario, por el 

cual pone a conocimiento mi diagnóstico médico y actual estado de salud, b) copia simple 

del Acta de Junta Médica de fecha 14.03.2022, donde participaron diversos médicos 

especializados en neumología, gastroenterología, geriatría y cardiología de la Clínica 

Centenario Peruano Japonesa, que en junta recomendaron, entre otros puntos, lo siguiente-

“5: El paciente debe tener facilidad para acceder en forma inmediata a una atención médica 

multidisciplinaria especializada de presentarse alguna descompensación como: Taquicardia, 

Dolor torácico, Falta de aire y desaturación, Dolor de cuello y/o mandíbula, Sudoración 
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profusa inexplicable, Pérdida de conciencia, pérdida de fuerza en algún miembro o 

convulsiones, Episodios de hemorragia gastrointestinal, 6: De no poder cumplirse las 

recomendaciones médicas antes referidas el paciente tiene alto riesgo de deterioro de su 

salud en un CORTO PLAZO y de alto riesgo de presentar MUERTE SÚBITA, 7:Esta Junta 

Médica recomienda que el paciente debe tener visita médica especializada en su domicilio de 

manera periódica a fin de evitar descompensaciones súbitas en su estado de salud. 8:  El 

continuar en un ambiente penitenciario por los riesgos antes mencionados podría conllevar al 

deterioro progresivo de su estado de salud por no tener acceso oportuno a una atención 

médica especializada”, c) acuse de recepción del documento de fecha 30.01.2024 por el cual 

se solicitó al Comandante de la Policía Nacional del Perú el incremento de personal PNP en 

el servicio de seguridad y protección semi integral en el domicilio legal de mi patrocinado, 

d) cargo de escrito dirigido a la Superintendencia Nacional de Migraciones por medio de la 

cual se solicitó formalmente DESACTIVAR el trámite de renovación de pasaporte que se 

gestionó en el año 2018; con lo cual, se permite acreditar que NO existe riesgo de fuga. 

5. TITULARIDAD DE BIENES . Sobre este punto la defensa y el imputado han 

señalado que efectivamente no posee bienes de su propiedad. 

6. GRAVEDAD DE LA PENA . Señala que la gravedad de la pena como ya ha hecho 

referencia es un criterio punitivo ya dejado de lado y desfasado, pues el Tribunal 

Constitucional a raíz de la sentencia de Ollanta Humala y Nadine Heredia, 

proponérselo de esa forma indicar que es la pena legal no merece mayor dedicación 

de tiempo. 

7. MAGNITUD DEL DAÑO CAUSADO . Indica, que la magnitud del daño causado 

con el hecho delictivo que es materia de procesamiento es considerable y de alto 

impacto, al haberse causado la muerte de seis personas destruyendo su proyecto de 

vida, entonces a de los graves y fundados elementos de convicción, están 

presentando a su patrocinado no como autor mediato, sino como autor material, 

porque se le imputa que su patrocinado fue quien mató a estas personas inocentes es 

lo que dice fiscalía, no lo digo yo; destruyó su proyecto de vida, entonces 

evidentemente no existe pues trazabilidad con respecto a los argumentos presentados 
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por fiscalía, porque si va a proponer su teoría del caso para la prisión preventiva 

necesariamente para sostener una detención domiciliaria tendría que haberlo hecho 

en función a la autoría mediata, a la cual le dedicó medio párrafo, por el contrario 

está sosteniendo un requerimiento en función a una actividad criminal en la 

concepción de que el señor es presidente fue el autor material y eso no es así. 

5.3. POSICION DEL JUZGADOR 

5.3.1. ELEMENTOS DE CONVICCION SOBRE EL PELIGO PROCESAL 

El Ministerio Público presenta para acreditar el peligro procesal los siguientes medios 

probatorios: 

1. Oficio N°014138-2023-2023-MIGRACIONES-UGD, de fecha 06 de diciembre del 

2023, remitido por la Superintendencia Nacional de Migraciones, acredita que el 

imputado puede abandonar el país, ya que tiene un largo historial de viajes por 

diversos países, pues según su movimiento migratorio registra 111 movimientos 

(salidas y entradas). 

5.3.2. EN RELACION AL PELIGRO DE FUGA 

En relación a éste acápite el juzgador señala lo siguiente: 

1. Sobre el arraigo Domiciliario.  

El Ministerio Público, señala que de acuerdo su ficha RENIEC el imputado domicilia 

en Calle Pontevedra 253 Urbanización La Estancia, distrito de la Molina, provincia y 

departamento de Lima; pero que dicho bien no es de su propiedad, no se conoce de la 

existencia de algún contrato de arrendamiento que permita inferir que vivirá ahí por un 

determinado período de tiempo;  que garantice un vínculo seguro con dicho inmueble, 

que de acuerdo a los medios de comunicación y fuente directa del médico del citado 

procesado, indicó que el pago del alquiler de la vivienda no lo realiza sus familiares 

directos, sino un grupo de amigos del citado procesado. En contrario, la defensa técnica 

del imputado, ha presentado los siguientes medios probatorios: a) a folios1823, copia 

legalizada de la Ficha RENIEC donde figura como dirección legal la ubicada en Calle Holbein 
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172 distrito de San Borja – Lima, b) a folios 1825, copia legalizada del DNI donde figura como 

dirección legal la ubicada en Calle Holbein 172 distrito de San Borja – Lima, donde consta 

como fecha de emisión 12 de enero del 2024, c) a folios 1835, copia certificada de la 

Constatación Domiciliaria efectuada por el Notario Vilca Monteagudo que certifica el hecho 

que reside en Calle Holbein 172 distrito de San Borja – Lima, de fecha 24 de enero del 2024, d) 

a folios 1839, copia legalizada del documento denominado Contrato de Prestación de Servicios 

Telefónico de la Empresa América Móvil, de fecha 24 de enero del 2024, que acredita el uso de 

una línea post pago 951105400 y la dirección de residencia es en Calle Holbein 172 distrito de 

San Borja – Lima. 

Posición del juzgador: Si bien la fiscalía, afirma que el imputado según su ficha 

RENIEC domiciliaría en Calle Pontevedra 253 Urbanización La Estancia, distrito de la 

Molina, provincia y departamento de Lima; sin embargo, como es de público 

conocimiento el imputado hasta el día 06 de diciembre el 2023 pernoctaba en el 

Establecimiento Penitenciario Barbadillo y luego de egresar del penal, ha fijado su 

domicilio en Calle Holbein 172 distrito de San Borja – Lima, conforme se ha acreditado con 

las instrumentales ya detalladas. Acreditándose su arraigo domiciliario. 

2. Sobre el Arraigo familiar.  

El Ministerio Público, señala que durante la investigación y proceso el acusado Alberto 

Fujimori Fujimori no ha proporcionado información sobre su entorno familiar y 

tomando en cuenta su edad 85 años se infiere que no tiene hijos menores o familiares 

que dependan de él lo cual la vincule con un lugar determinado y asegure su presencia 

en el presente proceso; en tal sentido, el imputado no cuenta con un arraigo familiar que 

enerve el peligro de fuga.  En contrario, la defensa técnica del imputado, precisa que 

su patrocinado cuenta con arraigo familiar, por cuanto reside en compañía de sus nietas 

Kyara y Kaori Villanella Fujimori y su hija Keiko Sofía Fujimori Higuchi identificada 

con DNI N°10001088, quienes residen en un mismo hogar, fijado en Calle Holbein 172 

distrito de San Borja – Lima, acreditando con: a) a folios 1970 a1976, junto a sus nietas, 

sus hijos y familiares (2) fotografías, y b) a folios 1827, la respectiva ficha RENIEC de 
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su hija Keiko Sofía Fujimori Higuchi, que consigna domicilio Calle Holbein 172 distrito 

de San Borja – Lima. 

Posición del juzgador: En contrario a lo afirmado por la fiscalía, queda acreditado que 

el imputado domicilia Calle Holbein 172 distrito de San Borja – Lima, lugar donde 

domicilia su hija y nietas, siendo una persona de avanzada edad 85 años y el estado de 

salud, él es el que depende de ese cuidado de su entorno familiar. Acreditándose su 

arraigo familiar 

3. Sobre el Arraigo laboral. 

El Ministerio Público, refiere que el acusado Alberto Fujimori Fujimori no tiene un 

trabajo conocido que lo vincule con un centro laboral o actividad económica 

determinada, en donde poder ubicarlo y que lo vincule con un lugar determinado. En 

contrario, la defensa técnica del imputado, precisa que su patrocinado cuenta con 

arraigo laboral con los siguientes medios probatoritos: a) a folios 2021 a 2022, copia del 

EECC del BCP de los periodos 01.10.23 al 31.10.23 y 01.12.2023 al 31.12.2023 

precisando que se tratan de CUENTA SUELDO que permiten acreditar el arraigo 

laboral por cuanto se identifican los abonos por quinta categoría – haberes provenientes 

de pensiones mensuales de la Universidad Agraria La Molina, b) a folios 2006 a 2017, 

copia certificada del Contrato de Cesión de Derechos Patrimoniales de fecha 

12.03.2021, que evidencia que su patrocinado desde el año 2021 realizaba trabajos 

vinculados a la elaboración y redacción de memorias que serían remunerados 

posteriormente, que sin perjuicio de ello, en coordinación con la empresa FOGATA 

EDICIONES EIRL identificada con RUC N°20607617121 ha publicado dos (2) libros 

denominados: LA PALABRA DEL CHINO: EL INTRUSO, LA PALABRA DEL 

CHINO: EL INCONFORM VOLUMEN II, libros que obran en físico; los cuales, 

acreditan el arraigo laboral. 

Posición del juzgador: En contrario a lo aseverado por fiscalía, debe precisarse como 

se evidencia con las documentales que si existe un arraigo laboral, pues se resalta que el 

imputado mantiene un vínculo con la Universidad Agraria La Molina por el cual percibe 
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un sueldo mensual, manteniendo un vínculo contractual, si bien como jubilado pero es 

la propia ley que lo coloca en tal situación y siendo una persona de avanzada edad, no 

podría exigírsele que tenga un status activo con la institución. Acreditándose su arraigo 

laboral. 

4. Sobre la Titularidad de Bienes.  

El Ministerio Público, refiere que de acuerdo a la información registral el acusado 

Alberto Fujimori Fujimori no cuenta con propiedades, a cuya administración o custodia 

esté supeditado, lo cual nos permita de algún modo inferir que no abandonaría sus 

bienes que posee. La defensa técnica del imputado y el propio imputado, no han 

contradicho tal aseveración del fiscal, al contrario han dado por cierto tal situación de 

carencia de bienes. Posición del juzgador: Si bien, queda acreditado que el imputado 

carece de bienes patrimoniales; no obstante, ésta situación debía ser ponderada 

globalmente con los otros factores determinantes del arraigo.  

5. Sobre Facilidades para abandonar el país.  

El Ministerio Público, refiere que el  imputado  tiene facilidades para abandonar el 

país, ya que tiene un largo historial de viajes por diversos países, pues según su 

movimiento migratorio registra 111 movimientos (salidas y entradas), tal como se 

corrobora con: a) a folios 1594 a1596, el OFICIO N°014138-2023-2023-

MIGRACIONES-UGD, de fecha 06 de diciembre del 2023, remitido por la 

Superintendencia Nacional de Migraciones, b) más aún si anteriormente el acusado 

frente a los procesos abiertos el caso Barrios Altos y Cantuta, haciendo uso de su 

capacidad de desplazamiento con facilidad por el mundo, viajó desde Japón a Chile, de 

donde fue traído vía proceso de extradición; lo cual es un hecho notorio y conocido por 

todos, c) Sumado a ello se debe de considerar que el citado procesado presenta lazos 

familiares en el extranjero, siendo en Tokio-Japón donde tiene familiares y se refugió en 

el año 2000 aun siendo presidente del Perú, ello haciendo uso de su nacionalidad 

japonesa, d) Otro aspecto que debemos tomar en cuenta que el procesado ante el indulto 

otorgado el 24 de diciembre de 2017, a menos de un mes de aquella fecha, realizó 
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trámites ante la Superintendencia Nacional de Migraciones el 18 de enero de 2018 para 

solicitar su pasaporte electrónico, conforme al Oficio N°151-2018-MIGRACIONES, de 

fecha 23.03.2018, e) y recientemente luego de ser liberado por orden del Tribunal 

Constitucional, ha efectuado el trámite de renovación de su pasaporte, tal como se 

difundió por los diferentes medios de comunicación, tal como se corrobora con el  

Oficio N° 014138-2023-MIGRACIONES-UGD, emitido por la Superintendencia 

Nacional de Migraciones de fecha 06 de diciembre del 2023; en el cual se consigna que 

el pasaporte PC20986 correspondiente al procesado Fujimori se encuentra ACTIVO; lo 

que le facilitaría para abandonar el país en cualquier momento, f) máxime si el 

impedimento de desplazamiento por motivos de salud no ha sido acreditado, debiéndose 

tener en cuenta por fuentes de comunicación social que el estado de salud del procesado 

Alberto Fujimori sería estable; y, que no se cuenta con documento oficial que desvirtúe 

dicha estabilidad en su estado de salud; lo que permite inferir que nada limita o impide 

que pueda realizar su desplazamiento físico, como viajes fuera del país con o sin uso de 

pasaporte electrónico, puesto que, también sólo puede hacer uso de su Documento 

Nacional de Identidad y que conforme a la Consulta en Línea al RENIEC, se registra 

que presenta como fecha de expedición de su citado documento el 18 de enero de 2018, 

esto es, ha sido renovado cuando tenía la edad de 79 años, por lo que al haberse 

tramitado dicha renovación después de los 60 años, dicho documento tiene la calidad de 

no caducable, circunstancia que debe tenerse presente que con sólo su Documento 

Nacional de Identidad y sin visa ni pasaporte puede realizarse viajes fuera del país sea 

aéreo o terrestre, según los acuerdos internacionales suscritos por el país, como es el 

caso de los países de Bolivia, Colombia y Ecuador, conforme a los acuerdos de la 

Comunidad Andina de Naciones (CAN) y ante Argentina, Brasil, Chile, Paraguay, 

Uruguay y Venezuela, conforme a acuerdos bilaterales que exoneran de usar pasaporte; 

asimismo, debe tenerse en cuenta que ante “La firma del Acuerdo entre el Perú y la 

Unión Europea para la exención de visados permite el ingreso de ciudadanos peruanos a 

30 países de Europa, para estancias no remuneradas de corta duración”; por lo tanto, se 

presenta la posibilidad real y concreta que pueda salir del país, circunstancia que 
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amerita la necesidad de no descartar las facilidades que se presenta para un posible 

abandono del país, ante los citados antecedentes personales y procesales.  

En contrario la defensa técnica del imputado, ha sostenido que su patrocinado no ha 

realizado ningún trámite de renovación de pasaporte en el año 2023, induce a error a su 

judicatura al señalar que según medios de comunicación se habría realizado dicho acto 

administrativo el año pasado, acompaña los siguientes medios probatorios que acreditan 

la vulnerabilidad del estado de salud de su patrocinado: a) a folios 1853 a1856, copia 

simple del Informe Médico N°012-2021-INPE/ORL-EP-BBD-SALUD-JS, del 14 de diciembre 

del 2021, elaborado por el Dr. John W. Lozano Asenjo de la Jefatura de Salud del INPE – 

Establecimiento Penitenciario Barbadillo, dirigido al Director del centro penitenciario, por el 

cual pone a conocimiento mi diagnóstico médico y actual estado de salud, b) a folios 1849 

a1851, copia simple del Acta de Junta Médica de fecha 14.03.2022, donde participaron diversos 

médicos especializados en neumología, gastroenterología, geriatría y cardiología de la Clínica 

Centenario Peruano Japonesa, que en junta recomendaron, entre otros puntos, lo siguiente-“5: El 

paciente debe tener facilidad para acceder en forma inmediata a una atención médica 

multidisciplinaria especializada de presentarse alguna descompensación como: Taquicardia, 

Dolor torácico, Falta de aire y desaturación, Dolor de cuello y/o mandíbula, Sudoración profusa 

inexplicable, Pérdida de conciencia, pérdida de fuerza en algún miembro o convulsiones, 

Episodios de hemorragia gastrointestinal, 6: De no poder cumplirse las recomendaciones 

médicas antes referidas el paciente tiene alto riesgo de deterioro de su salud en un CORTO 

PLAZO y de alto riesgo de presentar MUERTE SÚBITA, 7:Esta Junta Médica recomienda que 

el paciente debe tener visita médica especializada en su domicilio de manera periódica a fin de 

evitar descompensaciones súbitas en su estado de salud. 8:  El continuar en un ambiente 

penitenciario por los riesgos antes mencionados podría conllevar al deterioro progresivo de su 

estado de salud por no tener acceso oportuno a una atención médica especializada”, c) a folios 

2018 a 2019, acuse de recepción del documento de fecha 30.01.2024 por el cual se solicitó al 

Comandante de la Policía Nacional del Perú el incremento de personal PNP en el servicio de 

seguridad y protección semi integral en el domicilio legal de mi patrocinado, d) a folios 2020, 

cargo de escrito dirigido a la Superintendencia Nacional de Migraciones por medio de la cual se 
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solicitó formalmente DESACTIVAR el trámite de renovación de pasaporte que se gestionó en 

el año 2018; con lo cual, se permite acreditar que NO existe riesgo de fuga. 

Posición del juzgador: Respecto al reporte migratorio de 111 salidas, están referidas a 

los años 1992 al 2000, como es de conocimiento el imputado fue Presidente de la 

República, tales egresos datan de ese período, se entiende en comisiones oficiales. 

Respecto a que se fugó a Japón donde tendría familiares y retornó al país de Chile, país 

del cual fue extraditado, es un hecho notorio, siendo que por uno tales delitos ha sufrido 

condena y ha sido indultado por el Tribunal Constitucional, en todo caso esa conducta 

procesal del imputado debe evaluarse en conjunto con los otros indicadores de arraigos. 

Respecto a que su estado de salud del imputado no le impediría desplazarse con 

facilidad y salir fuera del país, sobre esa afirmación en contrario obra los informes 

médicos que señalan que el imputado debe tener facilidad para acceder en forma 

inmediata a una atención médica multidisciplinaria especializada de presentarse alguna 

descompensación como: Taquicardia, Dolor torácico, Falta de aire y desaturación, 

Dolor de cuello y/o mandíbula, Sudoración profusa inexplicable, Pérdida de conciencia, 

pérdida de fuerza en algún miembro o convulsiones, Episodios de hemorragia 

gastrointestinal, que el continuar en un ambiente penitenciario por los riesgos antes 

mencionados podría conllevar al deterioro progresivo de su estado de salud por no tener acceso 

oportuno a una atención médica especializada, pues de estas instrumentales acopiadas en autos 

se acredita con ello un deterioro de su salud y serios riesgos de salud que conllevan a una 

atención oportuna especializada del imputado y aunado a ser una persona de avanzada edad 85 

años; además, se advierte que conforme a documentos policiales se infiere que el imputado 

cuenta con resguardo policial oficial en su domicilio señalado, todo ello disminuye  el riesgo de 

fuga; no obstante, de acuerdo al antecedente señalado de haberse fugado del país y ser 

extraditado, debe ser evaluado en forma conjunta con los otros indicadores de arraigo. 

6. Sobre Gravedad de Pena.  

El Ministerio Público, refiere que en el presente caso al imputado se le atribuye la 

presunta comisión del delito de autor mediato por HOMICIDIO CALIFICADO, el cual 

tiene una pena no menor de quince ni mayor de veinticinco años, como puede 
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advertirse, la pena que correspondería en el escenario de una sentencia condenatoria es 

alta y muy grave, en este sentido, como ha quedado establecido en la Circular sobre 

Prisión Preventiva, emitida por el Poder Judicial: «la gravedad de la pena a imponer 

constituye un criterio válido para evaluar la futura conducta procesal del imputado» y 

debe considerarse asimismo el pago de la suma de QUINIENTOS MIL SOLES (S/ 500, 

000.00) por concepto de reparación civil en forma solidaria a favor de los herederos de 

los agraviados, siendo esta prognosis de pena y gravedad del delito que no descarta un 

peligro de fuga. La defensa técnica del imputado, sobre este señala que es un criterio 

punitivo ya dejado de lado y desfasado, pues el Tribunal Constitucional a raíz del de la 

sentencia de Ollanta Humala y Nadine Heredia, que es una situación meramente legal, 

no determina la sola gravedad peligro procesal. 

Posición del juzgador. Este indicador se relaciona con un temor del imputado de ser 

sujeto a una condena y una pena grave; sin embargo, el juzgador considera que una 

medida cautelar como la prisión preventiva que resulta idónea para una detención 

domiciliara, no puede sustentarse sobre la base de una presunción de fuga, pero sí debe 

tenerse en cuenta en una evaluación conjunta con los otros arraigos, con miras para 

determinar la existencia de peligro de fuga. 

7. Sobre la magnitud del daño causado y la ausencia de una voluntad del imputado 

de repararlo. 

El Ministerio Público, refiere que la magnitud del daño causado con el hecho delictivo 

materia de procesamiento es considerable y de alto impacto, al haber causado la muerte 

de seis personas, destruyendo su proyecto de vida y afectando gravemente su entorno 

familiar, causando conmoción en la población del lugar donde se produjo por la forma 

como fueron ejecutados los agraviados y como encontrados sus cadáveres, máxime si 

estamos ante un proceso con hechos calificados como delitos que constituyen grave 

violación a los derechos humanos con la connotación de Lesa Humanidad, lo cual no 

solo ha tenido repercusión nacional, sino internacional. En el presente caso, no se 

advierte que el imputado haya mostrado su voluntad de resarcir el daño causado por el 
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hecho delictivo que se le atribuye, lo que en términos de la Casación N° 626-2013-

Moquegua, debe ser valorado al momento de determinar el peligro procesal del 

imputado. La defensa técnica del imputado, indica que de los graves y fundados 

elementos de convicción, están presentando a su patrocinado no como autor mediato, 

sino como autor material, porque se le imputa que su patrocinado fue quien mató a estas 

personas inocentes es lo que dice fiscalía, alejándose de la imputación. 

Posición del juzgador. Este juzgador es de la posición que este indicador no puede 

evaluarse en forma negativa a un imputado que niega los hechos imputados, ante tal 

postura del imputado no es razonable exigírsele que repare el daño; en ese sentido por 

ahora, no es razonable evaluar tal indicador para el peligro de fuga.  

Conclusión:  

1. Consecuencia de la exposición anterior, se tiene que el imputado cuenta con arraigos: 

domiciliario, familiar, laboral; si bien, se acredita no reparación del daño causado 

según la imputación fiscal, pero como se ha indicado no se le puede exigir reparación 

del daño causado ante la negación de los hechos imputados por parte del imputado; si 

bien, se acredita gravedad de la pena muy alta, la carencia de bienes patrimoniales, 

pero ello no es suficiente para configurar peligro procesal, en cuanto a las facilidades 

para abandonar el país, se ha dejado sentado que es leve éste indicador, que 

confrontado y evaluado en conjunto estos indicadores de arraigos acreditados, no son 

de entidad suficiente para proclamar un riesgo de fuga de la exigencia legal de la 

medida requerida; por tanto, se descarta el peligro procesal de fuga propuesto por el 

Ministerio Público como exigencia para la variación de la medida de comparecencia 

por una más gravosa.  

2. Sin embargo, estos indicadores: gravedad de la pena muy alta, las facilidades para 

abandonar el país de forma leve, debe evaluarse para una medida menos gravosa. 

3. Finalmente, debe concluirse señalando que con miras al requerimiento fiscal de 

variación de comparecencia simple a detención domiciliaria, no se cumple el 

presupuesto y requisitos que exige el artículo 268° del Código Procesal Penal.   
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SEXTO: SOBRE LA DETENCION DOMICILIARIA 

1. En la Casación N°277-2021-Nacional, señala en su Fundamento Jurídico Segundo, 

que la detención domiciliaria, en cuanto, por sus efectos y bien jurídico afectado, es 

una medida autónoma de coerción personal intermedia privativa de la libertad 

personal, y, además, según el artículo 290 del CPP, es sustitutiva de la medida de 

prisión preventiva –no alternativa a ella(…) reza el apartado 1 del CPP vigente: “Se 

impondrá cuando, pese a corresponder prisión preventiva, el (la) imputado 

(imputada)”, entre otros supuestos, “la edad, ()…adolece de una enfermedad grave o 

incurable”(…); además, la condición de su imposición sustitutiva es que “[…] el 

peligro de fuga o de obstaculización pueda evitarse razonablemente con su 

imposición”. (…) Lo expuesto significa que, en principio, deben cumplirse tanto el 

presupuesto o conditio sine que non (sospecha fuerte o grave y fundada) cuanto los 

requisitos asociados a los motivos de prisión preventiva: (i) delito grave, y (ii) 

peligrosismo procesal –riesgos de fuga o de obstaculización–, conforme a lo previsto 

en el artículo 268 del CPP, bajo las valoraciones expuestas con amplitud en el 

Acuerdo Plenario 1-2019/CIJ-116, de diez de septiembre de dos mil diecinueve. 

2. En el presente caso, como se ha concluido no se han presentado el presupuesto-

sospecha fuerte o grave y fundada- y los requisitos de delito grave y peligrosismo 

procesal-riesgos de fuga, en atención a las exigencias legales del requerimiento fiscal 

de variación de comparecencia simple a detención domiciliaria, debiendo 

desestimarse tal pedido fiscal. 

SEPTIMO: IMPOSICION DE MEDIDAS MENOS GRAVOSAS  

6.1. En el caso de autos, el requerimiento fiscal es la variación de comparecencia simple 

a detención domiciliaria; sin embargo, ésta variación conlleva necesariamente a 

enfocarse en los presupuestos y requisitos de la prisión preventiva; en efecto,  el 

artículo 290° del Código Procesal Penal señala: 1) Se impondrá detención 

domiciliaria cuando, pese a corresponder prisión preventiva, el imputado: a) Es 

mayor de 65 años de edad, b) Adolece de una enfermedad grave o incurable(..) 
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entre otros supuestos; por tanto, se trata de variar de una situación menos gravosa a 

una más intensa para el imputado; a partir de ello entiende el juzgador que puede 

imponer otras alternativas menos gravosas, incluso no peticionadas por el 

representante del Ministerio Público. 

6.2. Dilucida esta incertidumbre nuestra jurisprudencia; en efecto, la Casación Nº546 

2022/NACIONAL señala en su fundamento jurídico Quinto: (…) &:  Es patente 

que, ante una pretensión de prisión preventiva, el juez no solo puede denegarla, 

también puede dictar una medida menos intensa: comparecencia simple o 

comparecencia con restricciones. En este último caso, no se está ante una 

incongruencia citra petita, sino ante el ejercicio de una facultad jurisdiccional, tras 

discernir acerca de los materiales de la causa y la legalidad consiguiente y 

considerar su menor entidad –así lo dispone expresamente el artículo 271, apartado 

4, del CPP. De igual manera, frente a una pretensión de prisión preventiva es 

posible aplicar una medida de arraigo o impedimento de salida en atención a que se 

trata de una medida de coerción personal que tiende a asegurar a una persona al 

proceso penal, obviamente con un menor rigor de limitación del derecho a la 

libertad personal y ambulatoria que la prisión preventiva. No se da en este caso una 

incongruencia extra petita. 

6.3. Si bien, se concluyó que los indicadores de arraigo en su evaluación conjunta, no 

eran de entidad suficiente para configurar el peligro procesal de fuga en atención al 

requerimiento fiscal de variación de comparecencia simple a un más gravosa; sin 

embargo, también se dejó sentado de forma individual que los indicadores: 

gravedad de la pena es muy alta, las facilidades para abandonar el país si bien de 

intensidad leve, debe evaluarse para una medida menos gravosa. 

6.4. En la línea jurisprudencial señalada, considera el juzgador que una medida de 

comparecen con restricciones, no es idónea y razonable para el imputado, ello 

atendiendo a su deteriorada salud que conforme a los informes médicos, requiere de 
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una atención oportuna para atención especializada, restringir su desplazamiento 

ambulatorio a nivel interno dentro país no es razonable y proporcional. 

6.5. La medida de impedimento de salida del país sería razonable. El artículo 295° del 

Código Procesal Penal dispone que para dictar la medida de impedimento de salida 

país en contra de un imputado se exige que se trate de un delito sancionado con 

pena privativa de la libertad superior a los tres años y resulte indispensable para la 

averiguación de la verdad. 

6.6. En el presente caso, se verifica que se habría cumplido con los presupuestos 

procesales señalados desde que: i) existe la probabilidad que el imputado se 

encuentre vinculado al delito de Homicidio Calificado que se le atribuye, es por ello 

que concluyó que el pronóstico de pena sería superior a los 20 años de pena 

privativa de la libertad, conforme se estableció en el indicador de gravedad de la 

pena, con lo cual se cumpliría con el primer presupuesto que exige esta medida, ii)  

dicha medida sería indispensable, para evitar el riesgo de fuga-criterio facilidad 

salida del país de intensidad leve; sin embargo, para la averiguación de la verdad, 

en vista que se busca asegurar la presencia del imputado en el desarrollo del 

proceso penal en curso y en la actual etapa de juicio oral que se viene 

desarrollando, se requiere la, imposición de dicha medida. 

6.7. Respecto al “test de proporcionalidad”, test de idoneidad, se analiza si la medida 

resulta adecuada para alcanzar el fin constitucionalmente legítimo. En el presente 

caso, con la medida se está afectando el derecho a la libertad del ciudadano Alberto 

Fujimori Fujimori; no obstante, la presente responde a una medida de carácter 

preventivo y no sustitutivo de la pena privativa de la libertad, reconocida 

constitucionalmente en tanto busca asegurar la presencia del imputado en el 

desarrollo del proceso que se está llevando por el delito de Homicidio Calificado, 

en fase de juicio oral, que necesita ser esclarecido. Por ello, esta medida, resulta ser 

idónea. 
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6.8. En cuanto al test de necesidad se verifica si no se ha acreditado la existencia de 

una alternativa menos gravosa que permita alcanzar el mismo fin. El impedimento 

de salida del país es una medida cuya finalidad es favorecer la presencia del 

imputado en el proceso, no existe otra medida menos gravosa suficiente para lograr 

el mismo fin. Por ello, esta medida, resulta ser necesaria. 

6.9. Por último, el test de proporcionalidad en sentido estricto, busca determinar si 

los perjuicios que genera la medida sobre los derechos afectados no son superiores 

al interés que se busca satisfacer-que el beneficio social sea superior que el 

perjuicio individual-. Como consecuencia del análisis expuesto se verifica que la 

limitación del derecho a la libertad del imputado resulta proporcional con su 

aseguramiento en el desarrollo del presente proceso penal, el mismo que tiene 

demostrada trascendencia social, por cuanto se investiga una presunta afectación a 

un bien jurídico relacionado con la vida, el cuerpo y la salud de la persona humana, 

como consecuencia de los hechos incriminados. Por ello, la medida resulta 

proporcional en sentido estricto. 

6.10. El plazo a fijarse será de 09 meses, plazo que no excedería del máximo legal de 

36 meses y que se calificaría como un plazo razonable, teniendo en cuenta que se 

está desarrollando el juicio oral y asegurar la presencia del imputado hasta la 

decisión final, dada la complejidad del caso y los abundantes medios de prueba a 

actuarse en dicha etapa. 

Por estas consideraciones, y estando a las normas jurídicas invocadas, el Juez del 

Juzgado Penal Supraprovincial Liquidador Transitorio, RESUELVE:  

PRIMERO: DECLARAR INFUNDADO el requerimiento fiscal de VARIACIÓN 

DEL  MANDATO DE COMPARECENCIA SIMPLE POR DETENCION 

DOMICILIARIA del imputado Alberto Fujimori Fujimori, en la presenta casusa. 

SEGUNDO: SE DICTA MANDATO DE IMPEDIMENTO DE SALIDA DEL 

PAIS POR EL PLAZO DE NUEVE(09) MESES al imputado Alberto Fujimori 
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Fujimori; en consecuencia, ORDENO CURSAR OFICIOS a las autoridades 

competentes, bajo responsabilidad. 

TERCERO: NOTIFÍQUESE en la forma y modo que señala la ley. 
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